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I.
Legislación. Normativa vigente. Planes Nacionales

1. ¿Existen en la legislación interna normas penales, civiles y administrativas y de otra índole destinadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer?

Existen normas vigentes que regulan y garantizan la defensa de los derechos individuales y específicamente la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la Mujer, es así que la Constitución Nacional, expresa en su Artículo 60 DE LA PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA. “El Estado promoverá políticas que tengan por objeto evitar la violencia en el ámbito familiar y otras causas destructoras de su solidaridad”.
· La Ley Nº 34 de fecha 18 de septiembre de 1992, por la cual se crea la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República (SMPR), marcando así el comienzo del proceso de institucionalización de la perspectiva de género en el Estado paraguayo.

· La Ley Nº 605/95, ratifica la Convención de Belém do Pará;

· El Código Penal (Ley 1160/1997) incorpora la Violencia Doméstica como un delito penal, en su artículo 229;

· La Ley Nº 1600/00 Contra la Violencia Doméstica, establece medidas de protección a favor de la víctima del grupo familiar, estableciendo medidas urgentes en contra del agresor;

· La Ley Nº 1683/00, de Ratificación del Protocolo facultativo de CEDAW;

· La Ley Nº 1680/01 Código de la Niñez y de la Adolescencia que establece la protección integral de niñas y niños.

· La ley 2134/03 que ratifica convenios que aprueban el protocolo facultativo de la Convención de los Derechos del Niño relativa a la venta de niños y la prostitucion infantil y la utilización de los niños en la pornografía; 

· La Ley 2298/03 que ratifica la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y la ley Nº 2396 que aprueba su protocolo para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños;

· La Ley de ratificación del Tratado de Roma;

· Protocolo de Atención en Salud para Mujeres Victimas de Violencia Sexual del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. Dicho protocolo se encuentra en proceso de aplicación y su gratuidad en proceso de implementación.

1.1
¿Se han promulgado, modificado o derogado leyes y reglamentos en su país a fin de modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respaldan la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer?

En 1995 con la promulgación del Código Laboral se incorpora la figura del acoso sexual (Artículo 81 inc. W) “Los actos de acoso sexual, consistentes en amenaza, presión, hostigamiento, chantaje o manoseo con propósitos sexuales hacia un trabajador de uno u otro sexo por parte de los representantes de la empresa, oficina o taller o cualquier otro superior jerárquico”, justifica la terminación del contrato por voluntad unilateral del/a empleador/a. Asimismo, se puede rescindir del contrato por parte del/a trabajador/a cuando “Los actos de violencia, acoso sexual, amenazas, injurias o malos tratos del empleador o su representante, familiares o dependientes, obrando estos con el consentimiento o tolerancia de aquel dentro del servicio y cometidos contra el trabajador, su conyugue, su padre, hijos o hermanos” (Artículo 84, inc. D). El código laboral también establece la obligación de habilitar guarderías para los establecimientos con más de 50 trabajadores de ambos sexos.

Se ha introducido el concepto de “hechos punibles contra la autonomía sexual” en el Código Penal vigente, los mismos eran denominados anteriormente como “delitos contra el pudor y la honestidad”. Asimismo, se contempla la figura de coacción sexual (Artículo 128), la Trata de Personas (Artículo 129), Actos homosexuales con menores (Artículo 138), Proxenetismo (Artículo 139) y Rufianería (Artículo 140). También, se encuentran penados hechos como el falseamiento del estado civil, la violación de las reglas de adopción, el tráfico de menores, bigamia, incumplimiento del deber legal alimentario – pero hasta la fecha no se tienen datos a cerca de la prisión de alguna persona por esta razón, violación al deber de cuidado de ancianos/as o discapacitados/as, violación de la patria potestad, violencia familiar e incesto.

Sin embargo, se mantienen prescripciones discriminatorias con respecto al trabajo doméstico: se permite jornada laboral hasta de doce (12) horas y que perciban hasta un cuarenta por ciento (40%) del salario mínimo legal.   

Además, cabe mencionar que se ha adoptado un “Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer” elaborado por la SMPR, siendo los organismos encargados para la ejecución de dicho Plan la SMPR, el Ministerio de Educación y Cultura, el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, el Ministerio del Interior, el Ministerio Público, la Policía Nacional, las Municipalidades, Amnistía Internacional  y la Coordinación de Mujeres del Paraguay.

1.2.
¿Se han aprobado este tipo de normas después de la ratificación de la Convención Belém do Pará por parte de su Estado?

Sí fueron sancionados luego de la Convención, como el Código Penal en 1997 y la Ley de Violencia Doméstica en el año 2000.  

De haberse aprobado este tipo de normas:

a. ¿Existe sanción establecida para un agresor que hostiga, amenaza o pone en peligro la vida de la mujer atentando contra su integridad o perjudicando su propiedad? ¿Cuál es esa sanción?

Sí, el Artículo 229 del Código Penal establece: “VIOLENCIA FAMILIAR: El que, en el ámbito familiar, habitualmente ejerciera violencia física sobre otro con quien conviva, será castigado con multa”.

Si bien el código penal es asexuado, en razón que establece “El que…”, prevé en el Artículo 110 el delito de MALTRATO FISICO que será castigado con pena de hasta ciento ochenta días-multa.   Asimismo,  se tienen las disposiciones relativas a LESIONES de hasta un año o multa  y en los casos de lesiones graves hasta diez años. Normalmente los penados por lesión corporal, con facilidad obtienen sustitución de prisión privativa de libertad por multa o prisión domiciliaria.

La mujer necesita un/a abogado/a para iniciar los juicios de maltrato, lesión corporal y todos los que sean de acción penal privada pues necesariamente deben ser patrocinados/as por un/a abogado/a y esto no es de fácil acceso pues los/as abogados/as deben cobrar sus honorarios profesionales.

Los siguientes delitos también legislan acerca de hechos punibles contra la integridad física y la libertad en general relacionados al ámbito familiar y son:

Artículo 111. Lesión: Sanción: pena privativa de libertad de hasta un año o con multa, si el autor utiliza veneno, arma blanca, de fuego o contundente o sometiera a la víctima a graves dolores físicos o síquicos, se aplicará una pena privativa de libertad de hasta tres años o multa, la persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima, salvo que la protección de ésta o de terceros requiera una persecución de oficio.

Artículo 112. Lesión Grave: Sanción: pena privativa de libertad de hasta diez años. Se castiga también la tentativa.

Artículo 113. Lesión Culposa; Sanción: pena privativa de libertad de hasta un año o con multa. 2º La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima.

Artículo 120. Coacción: Sanción: pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa. Posee atenuante y cuando la coacción se realiza en contra de un pariente la persecución del hecho dependerá de su instancia.

Artículo 122. Amenaza: Sanción: pena privativa de libertad de de hasta un año o con multa. Persecución penal a instancia de la víctima.
Artículo 128. Coacción sexual
/: Sanción: pena privativa de libertad de hasta diez años. Si se llegó al coito la pena será de dos a doce años. Si la víctima del coito fue un/a menor, la pena será de tres a quince años. Existen atenuantes.

Artículo 129: Trata de personas: Sanción: pena privativa de libertad de hasta seis años. Y se prevé comiso de beneficios obtenidos por el delito. 

Artículo 130; Abuso sexual en personas indefensas: Sanción: pena privativa de libertad de hasta tres años. Se castiga la tentativa. Si los actos sexuales con personas que se encontraran en las condiciones referidas en el inciso anterior comprendieran el coito, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años. Existen atenuantes y se castiga la tentativa.

Artículo 133. Acoso Sexual: Sanción: pena privativa de libertad de hasta dos años. Persecución penal dependerá de la instancia de la víctima.

Artículo 134 Maltrato de Menores: Sanción: pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa, salvo que el hecho sea punible con arreglo al artículo 112 (Lesión Grave).

Artículo 135 Abuso sexual en niños: Sanción: pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa. Con la misma pena será castigado/a el/la que realizara actos sexuales manifiestamente relevantes ante un/a niño/a y dirigido a él/ella o lo indujera a realizarlos ante sí o ante terceros. Existen Agravantes y Atenuantes y se castiga también la tentativa. 

Artículo 136 Abuso Sexual en personas bajo tutela: Sanción: pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa. Con la misma pena será castigado el/la que, ante un/a menor y dirigido/a a él/ella, realizara actos sexuales o lo/a indujera a realizarlos ante sí o ante terceros. El/la que se dirigiera al/a menor con manifestaciones verbales obscenas o publicaciones pornográficas en los términos del artículo 14, inciso 3º, para estimularle sexualmente o causarle rechazo, será castigado/a con pena de hasta ciento ochenta días-multa.

Artículo 138 Actos Sexuales con menores: Sanción: pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa.

b. ¿Existe pena asignada para las formas transnacionales de violencia contra la mujer, incluidas las migrantes, la trata de personas, especialmente mujeres, niñas y niños, y la prostitución forzada? ¿Cuál es la pena?

Sí existe, como norma interna el Código Penal paraguayo establece en su artículo 129 sobre la TRATA DE PERSONAS  y dispone: “1º El que mediante fuerza, amenaza de mal considerable o engaño, condujera a otra persona fuera del territorio nacional o la introdujera en el mismo y, utilizando su indefensión, la indujera a la prostitución, será castigado con pena privativa de libertad de hasta seis años…”; 2º Cuando el autor actuara comercialmente o como miembro de una banda que se ha formado para la realización de hechos señalados en el inciso anterior, se aplicará lo dispuesto en los artículos 57 y 91 del mismo cuerpo legal referido. El artículo 57 dispone: pena patrimonial, comiso especial del valor sustitutivo.

El Paraguay ratificó, además, el Protocolo Facultativo a la Convención de los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, Prostitución y la Pornografía Infantil, por Ley  Nº 2134 /22/07/03.

Paraguay también ha ratificado y aprobado la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños (Palermo 2000), por Ley Nº 2298 /01/12/03.

En forma general también se tiene el artículo 223 del Código Penal donde establece el TRÁFICO DE MENORES, donde castiga la inducción a la entrega de un/a niño/a a una adopción o una colocación familiar, con pena de hasta cinco años, sin precisar si se trata de trafico a nivel nacional o internacional, sin que esta situación sea una condición agravante.

c. ¿Sanciona el Código Penal u otra normativa jurídica la violencia sexual dentro del matrimonio?

Está establecida como norma de carácter general del Código Penal en el artículo 128 como COACCIÓN SEXUAL, que puede ser tanto dentro como fuera del matrimonio, prueba de ello es que se tienen sentencias, dictadas por jueces/zas penales, condenando a maridos por violencia sexual (coacción sexual) a sus esposas.-  

La Ley 1600/00 contra la Violencia Doméstica establece medidas de protección pero no establece sanciones pues es una ley civil, ahora bien, sí contempla la violencia sexual como una de las formas de violencia hacia la mujer.

d. ¿Contemplan las normas vigentes el acceso a reparación para las mujeres víctimas de violencia?

La legislación nacional no contempla de forma explícita la reparación para las mujeres víctimas de violencia. Sin embargo, el Código Civil en el artículo 1835 prevé la indemnización por daños y perjuicios y establece la obligación de reparar, que  se extiende a toda lesión material o moral causada por un acto ilícito.  Un acto de violencia es un acto ilícito y puede pedirse la reparación,  tanto por violencia moral (aflicción, dolor, tristeza, etc.) y material que implica perjuicios físicos.

e.
¿Existe sanción para los/as funcionarios/as públicos que no cumplen con la aplicación de las leyes de violencia?  Si existe, ¿Cuál es la sanción?

La Ley 1600/00 CONTRA LA VIOLENCIA DOMESTICA obliga su cumplimiento a los Juzgados de Paz, la Policía Nacional y los Centros de Salud Pública.  

En el caso de los jueces/as, el incumplimiento de sus deberes constituye una causal de mal desempeño de sus funciones, pasible de denuncia ante el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados.

El artículo 305 del Código Penal Paraguayo, prevé el delito de Prevaricato, castigando al Juez/a árbitro/a u otros/as funcionarios/ias disponiendo “…que teniendo a su cargo la dirección o decisión de algún asunto jurídico, resolviera violando el derecho para favorecer o perjudicar a una de las partes será castigado con pena privativa de libertad de dos años a cinco años”. En casos graves la pena irá hasta diez años. Es importante señalar que no se tienen datos de ningún Juez/a que haya sido sancionado/a por esta causa y en esta fase, la víctima nuevamente tropieza con la falta de recursos. 

f. ¿Existen programas de tratamiento para agresores o perpetradores de actos de violencia?

En Paraguay existe una sola organización y ésta funciona únicamente en la capital: Asistencia para la Prevención y Rehabilitación en Violencia Masculina (APREVIM). Ésta organización civil sin fines de lucro (Privada) trabaja en la rehabilitación del agresor a través de un programa de orientación y tratamiento psicológico con miras a la reinserción del agresor en su  ambiente familiar y sociolaboral. La Secretaría de la Mujer tiene firmado con la Organización referida un acuerdo interinstitucional de cooperación mutua.

g. ¿Existe alguna disposición legal o administrativa que haga obligatoria la capacitación permanente en materia de género para funcionarios públicos?

No existe disposición legal o administrativa que haga obligatoria la capacitación permanente en materia de género, sin embargo, ha sido prioridad de la SMPR, desde sus inicios, la capacitación en forma constante de funcionarios/ias públicos/as y actores involucrados en la definición de políticas públicas. Generalmente, a través de firmas de convenios.

Por otro lado, la Policía Nacional ha incluido en el Programa de Estudios de la Escuela de Policías, un módulo sobre Violencia Doméstica.  

2. ¿Se ha adoptado un plan de acción o una estrategia nacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer?

En el año 1994 se elaboró y se lanzó el Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia Contra la Mujer, nacido y ejecutado en el seno de una Comisión Interinstitucional. El mismo fue presentado y validado en todos los departamentos del país.

El Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres (1997-2001), contemplaba en su Capítulo V líneas de acción referentes a la Prevención y Sanción de la Violencia contra la Mujer.

El II Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (II PNIO) (2003-2007), que fuera aprobado por Decreto N° 1958 en fecha 8 de marzo del 2004, contempla el Ámbito V “Una Vida Libre de Violencia”. El mismo contiene objetivos, líneas de acción y lineamientos con miras a lograr la erradicación de la violencia  contra las mujeres por razones de género e incluye acciones dirigidas  a sensibilizar y reeducar a los varones.

El II Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva (2003-2008)  aprobado por Decreto N° 3197, nació y se ejecuta a través del Consejo Nacional de Salud  Reproductiva integrado por instituciones gubernamentales, no gubernamentales y agencias de cooperación internacional.

2.1. ¿Cuál es el organismo encargado del diseño de dicho plan de acción o estrategia general nacional?

Los tres primeros planes mencionados más arriba fueron diseñados en forma conjunta con diversas instituciones, lideradas por la SMPR impulsora de la elaboración y responsable de coordinar su ejecución.

El II Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva (2003-2008) que incluye las estrategias para su ejecución, fue diseñado en forma participativa con diversos sectores de todos los departamentos del país, cuya coordinación estuvo a cargo del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. Actualmente, la ejecución del Plan es coordinado desde el Consejo Nacional de Salud Sexual y Reproductiva, también liderado por el Ministerio de Salud.

2.2.
¿Cuál es el organismo encargado de la aplicación de dicho plan de acción o estrategia? ¿Existen estrategias intersectoriales integradas? Si existen, ¿qué agencias participan de ellas?

La  instancia  que  existe en el marco del Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer es: 

La Comisión Interinstitucional para la Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer es coordinada por la SMPR e  integrada por:

· Ministerio de Educación y Cultura

· Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social

· Ministerio de Justicia y Trabajo

· Ministerio del Interior

· Ministerio Público

· Policía Nacional

· Intendencia Municipal de Asunción

· Coordinación de Mujeres del Paraguay

El II PNIO (2003-2007) es coordinado en su implementación por la SMPR, facultada por Decreto del Poder Ejecutivo conjuntamente con instituciones del sector público y privado a nivel nacional, departamental y local.

El  Consejo Nacional de Salud reproductiva es integrado por las siguientes instituciones:

· Ministerio de Salud Publica y Bienestar Social

· Ministerio de Educación y Cultura

· Ministerio de Agricultura y Ganadería

· Secretaria de la Mujer

· Secretaria Técnica de Planificación 

· Universidad Nacional de Ciencias Medicas 

· Comisión de Salud del Poder Legislativo

· Sanidad de las Fuerzas Armadas de la Nación

· Sanidad de las Fuerzas Policiales Nacionales

· Instituto de Previsión Social 

· Sociedad Paraguaya de Ginecología y Obstetricia

· Organismos no Gubernamentales y Red de Mujeres

· Centro Paraguayo de Estudios y Población

· Organismos Internacionales de Cooperación (OPS/OMS, FNUAP, UNICEF, AID, BIRF, BID) 

· Comisión de Genero de la Honorable Cámara de Senadores.

· Sociedad Paraguaya de Pediatría

· Secretaria de la Niñez y Adolescencia. 

2.3.
¿Se han realizado evaluaciones del plan de acción o estrategias realizadas? Si se han realizado, ¿qué resultados se han obtenido hasta el momento? Si no se han realizado evaluaciones ¿está previsto realizarla? ¿En que plazo?

Se realizó una única evaluación del Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia Contra la Mujer por expertas representantes de la sociedad civil y de la Agencia Canadiense de Desarrollo Internacional (ACDI). Las principales recomendaciones emanadas de esta evaluación fueron las siguientes:   -fortalecer a la Comisión Interinstitucional por constituirse en instancia estratégica para la ejecución y apropiación de dicho Plan y buscar el reconocimiento del Plan por Decreto del Poder Ejecutivo. 

El I Plan de Igualdad de Oportunidad para las Mujeres ha tenido una revisión interna y externa. Sus principales resultados manifestaban el nivel de conocimiento y apropiación de las funcionarias, la importancia de promover liderazgos internos, la necesidad de difundir mejor y apropiar dicho Plan a nivel interinstitucional.

2.4.
¿Está prevista una revisión periódica del plan de acción o estrategia en base a los resultados obtenidos en las evaluaciones de su implementación?

Una vez modificado y actualizado el Plan Nacional de Prevención y Sanción de la Violencia hacia la Mujer, se tienen previstas evaluaciones anuales.

El II PNIO (2003-2007) tiene que ser evaluado de forma interna institucional y externa interinstitucional en el año 2007 pues esta evaluación servirá de base para la elaboración del próximo Plan de Igualdad. 
2.5.
¿Cómo se articulan las estrategias a niveles provinciales y municipales?

En la SMPR se creó una Dirección de Descentralización que cuenta con un Plan de Descentralización así como, el Ámbito 9 inserto en el II PNIO (2003-2007) que se operativiza a través de las Secretarías de la Mujer departamentales y municipales, con sistemáticas capacitaciones a las mismas.

3.
¿Se ha establecido un mecanismo a nivel nacional para hacer el seguimiento de la implementación de la Convención Belém do Pará?

No existe un mecanismo nacional para hacer el seguimiento de la implementación de la Convención de Belém do Pará. Se pretende realizar el seguimiento a través de la Comisión Interinstitucional.
¿Cuál es el organismo encargado de hacer su seguimiento a nivel nacional?

La Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República (SMPR).

4.
Los legisladores, asesores y demás personal de las legislaturas ¿cuentan con información acerca de temas de género y específicamente respecto de violencia? ¿Cómo se ha informado?

El Poder Legislativo cuenta con una Comisión Asesora en cada Cámara por la cual pasan todos los proyectos de ley para darles la perspectiva de género. En la Cámara de Senadores/as: la Comisión de Equidad, Género y Desarrollo y en la Cámara de Diputados/as: comisiones en las mismas materias.
Estas Comisiones y otras como las de Legislación y Derechos Humanos trabajan de forma estrecha con el Sector Legislación de la SMPR. 

4.1.
¿Se han realizado seminarios de violencia contra la mujer destinados a dicha audiencia?

No se han realizado.

4.2.
¿Se han coordinado visitas de expertas/os en violencia contra la mujer a las legislaturas? 

Sí, la GTZ financió la visita de un experto en masculinidad en el año 2001, quien realizó una conferencia magistral dirigida a parlamentarios/as de ese período. Con los nuevos/as legisladores/as no se han realizado visita de expertos/as.

4.3.
¿Se ha distribuido información respecto de violencia contra la mujer a las legislaturas nacionales, provinciales y locales?

Sí, se han distribuido afiches, trípticos, dípticos de la SMPR en las legislaturas nacionales, departamentales y locales para dar mayor información sobre el tema de la violencia de la mujer.

La Dirección General de Estadísticas, Encuestas y Censos diseñó y distribuyó a legisladores/as trípticos informativos sobre los índices de violencia hacia las mujeres en Paraguay. Esta acción se realizó con el objetivo de coadyuvar al lobby para la aprobación de la Ley 1600 “Contra la Violencia Doméstica”. 

4.4.
Otras formas (descríbalas)

Se realizo en forma conjunta con la Fundación Kuña Aty
/, a iniciativa de la SMPR, un Proyecto de Fortalecimiento a Instituciones que atienden a víctimas de Violencia Domestica a nivel departamental y municipal, se logró capacitar a los/las representantes de todas las instituciones que trabajan en la atención a víctimas de violencia domestica, entre ellos Municipios, Juzgados de Paz, Comisarías, Centros de Salud y Colegios de los Departamentos de Misiones, Paraguari y Central, dando como resultado el diseño de un Modelo de Atención a víctimas de Violencia, y se prevé su monitoreo.

5.
¿Existen comisiones legislativas especializadas en temas de género?

Sí existen y son:

*
Comisión  de Equidad, Género y Desarrollo  Social de la Cámara de Senadores/as

*
Comisión de Equidad Social y Género de la Cámara de Diputados/as anteriormente llamada Comisión Mujer y Juventud.

5.1.
¿Cómo opera su funcionamiento en el orden de las legislaturas nacionales?

La Comisión  de Equidad, Género y Desarrollo Social de la Cámara de Senadores/as se conformó por Resolución N° 586 del 4 de julio del año 2000. Está conformada por 6 senadores/as.

Compete a la Comisión emitir dictámenes sobre proyectos de ley, resolución o declaración vinculadas al estudio o inclusión de criterios de equidad e igualdad de oportunidades referidos a: deuda social, discriminación y segregación, especialmente relacionados con mujeres, minorías y grupos vulnerables.

Igualmente, velar por la observancia en nuestro país de los tratados sobre la materia y elaborar y elevar a la plenaria un informe anual sobre el estado de las cuestiones de su competencia.

La  Comisión de Equidad Social y Género de la Cámara de Diputados/as, fue creada por Resolución N° 95 del 2 de  octubre del año 2003, por la cual se modifica la Comisión Asesora de la Mujer y la Juventud de la Honorable Cámara de Diputados/as y se amplía su competencia. Está compuesta por 6 diputados/as.

Compete a la Comisión el estudio y dictamen de todo proyecto que contenga políticas de desarrollo de carácter general o focalizado, de  los que se puede  deducir la necesidad de integrar la perspectiva de género y principios de equidad social, y los proyectos que tengan impacto en la juventud.

5.2.
¿Cómo opera su funcionamiento en el orden de las legislaturas provinciales?

La legislación nacional se administra de forma central. Las gobernaciones y municipalidades emiten ordenanzas y resoluciones.

II.
ACCESO A LA JUSTICIA
1.
¿Existen trámites expeditos y normados para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de violencia y la responsabilidad de los perpetradores de  dichos actos de violencia?

Sí existen y son la Ley 1600/00 contra la Violencia Doméstica de trámite civil que establece normas de protección para toda persona que sufra lesiones, maltratos físicos, psíquicos o sexuales por parte de uno de los integrantes del grupo familiar que comprende el originado por el parentesco en el matrimonio o unión de hecho, aunque hubiese cesado la convivencia, asimismo en el supuesto de parejas no convivientes y los hijos, sean o no comunes. Todo Afectado podrá denunciar estos hechos ante el Juez de Paz del lugar en forma oral y escrita a fin de obtener medidas de protección para su seguridad personal y la de su familia. Las actuaciones son gratuitas, si la persona afectada no puede realizar la denuncia por si misma lo pueden realizar los parientes o quienes tengan conocimiento del hecho. Las medidas de protección que el Juez/a de Paz puede adoptar en forma urgente de acuerdo a lo denunciado o solicitado son a) Orden para que el denunciado sea excluido del hogar donde habita el grupo familiar; b) Prohibición para el denunciado a fin de que no acceda a la vivienda o lugares que signifiquen peligro para la víctima; c) si la victima salió de la vivienda disponer la entrega de sus efectos personales y de sus hijos menores, así como los muebles de uso indispensable; d) Dispone el reintegro al domicilio de la víctima que hubiera salido del mismo por razones de seguridad personal, excluyendo en tal caso al autor de los hechos; e) Prohibición de que se introduzca o se mantengan armas, sustancias psicotrópicas y/o tóxicas en la vivienda, cuando las mismas se utilicen para intimidar, amenazar o causar daño a los miembros del grupo familiar y f) cualquier otra medida a criterio del Juez. Esta medida debe ser ordenada inmediatamente luego de la denuncia y, posteriormente, el Juez debe llamar a audiencia dentro de los cuatro días para ver si hay conciliación o acuerdo de las partes y si no, en el mismo día abrir a prueba para que en el momento se presenten las pruebas y el juez ratifique, rectifique, modifique, amplié o anule las medidas adoptadas, la medida dictada posteriormente durará según el tiempo que el Juez dispone y la levantará cuando hayan cesado las causas que dieron origen a las mismas. La resolución es apelable sin efecto suspensivo ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil de Turno.

Además, con el nuevo Código Penal de 1997, se incorporó como delito el de la Violencia Doméstica, expuesto más arriba, que es toda una innovación, pues el Código Penal anterior no lo regulaba. 

1.1.
¿Ante qué autoridad debe realizarse la denuncia?

La Ley 1600 prevé que se pueden realizar denuncias ante:

· Juzgados de Paz

· Policía Nacional
· Centros de Salud intervinientes. 
El Código Penal, por su parte da intervención al Ministerio Público y al Juzgado penal.

1.2.
Las oficinas a cargo:

¿Son adecuadas a la cantidad de casos que deben atender, tanto en relación a su cobertura geográfica como a la magnitud de los índices de violencia registrados en esa localidad?

No son adecuadas. Las oficinas  encargadas de recepcionar las denuncias no son adecuadas, en  relación  a su cobertura geográfica, así como, por la poca preparación de los funcionarios/as encargados/as de la recepción de denuncias, debido a que si bien son capacitados/as muchos/as de ellos/as son trasladados/as o son ascendidos/as lo que vuelve a fojas cero en relación a quienes los/as suplen. 

Los índices demuestran que la mayor cantidad de casos se dan en las zonas metropolitanas y central, por los registros de denuncias, tenemos aún falencias en algunas zonas del interior del país en cuanto al registro de casos.

1.3.
¿Existen comisarías y otros servicios especializados en temas de la mujer que cuenten con perfiles y protocolos de actuación para la atención de las víctimas en sus propios idiomas?

Existen comisarías pero no están especializadas específicamente para tratar a mujeres víctimas de violencia. En el año 2005 la SMPR capacitó en sexo, género, violencia intrafamiliar, atención a víctimas mujeres, niñas, niños y aplicación de la Ley 1600/00 a 365 oficiales/as de policía de las comisarías pero, solamente de las zonas de Central y Metropolitana de Asunción, faltaría mayor cobertura para el resto del país.

En relación a los idiomas no se tienen mayores inconvenientes, la Constitución Nacional declara que el Paraguay es un país bilingüe, razón por la cual la mayoría de los/as habitantes habla tanto el guaraní como el español.

1.4.
En promedio ¿cuánto tiempo transcurre entre la recepción de la denuncia hasta la adopción de medidas especiales de protección de la integridad física y psíquica y la propiedad de las mujeres objeto de violencia?

Presentada la denuncia ante la autoridad competente, en un promedio de 48 horas,  aunque la ley dispone que debería ser dentro de las 24 horas y, luego de esto, dentro de los cuatro días el Juez/a debe llamar a una audiencia para ratificar, rectificar, modificar, ampliar, anular o adoptar otra medida a la tomada anteriormente. La nueva medida durará lo que el Juez/a disponga, que generalmente son 90 días. 

1.5.
¿Existen medidas para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de violencia, familiares y testigos? Si existen, ¿Cuáles son?

Sí,  en la Ley 1600/00 se establecen MEDIDAS DE PROTECCIÓN URGENTES para la mujer, no así en forma específica a familiares y testigos, porque no existe en el país ninguna ley de protección a testigos. 

La Ley 1600 establece algunas medidas como: exclusión del hogar del denunciado, prohibiendo su acceso, el reintegro al domicilio, entre otros como la derivación a organismos especializados de atención a la mujer. Por ejemplo, Kuña Aty. 

El Ministerio Público (Fiscalía) también tiene su departamento de atención a víctimas, en general. 

En materia penal existen medidas como la aprehensión o la detención (éste último no puede durar más de 24 horas) y la prisión preventiva para los agresores. 

1.6.
¿Existe asesoría legal gratuita a la que puedan acceder las mujeres víctimas de violencia?

La Red Nacional de Centros de atención a víctimas de violencia ofrece servicios de asesoría legal en forma gratuita.

En las  Direcciones de Seguridad Ciudadana y Prevención del Ministerio del Interior, también se cuentan con departamentos que realizan asesorías.  

También en la Universidad Nacional de Asunción, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, la cual cuenta con un Consultorio Jurídico Gratuito. Asimismo, la Universidad Católica, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, tiene un Consultorio Jurídico Gratuito.

1.7.
¿Se fomenta la creación de grupos de profesionales que presten colaboración a las víctimas de violencia para la realización de los trámites pertinentes destinados a la protección de la mujer y la sanción del agresor?

Se capacitan constantemente a grupos de profesionales de las distintas organizaciones tanto gubernamentales como no gubernamentales en género, violencia y derechos de la mujer.

1.8.
¿Existen modelos de intervención para aquellas personas que han perpetrado actos de violencia contra la mujer?

Existe un solo programa dentro de la organización, sin fines de lucro, Aprevim Paraguay (Asistencia para la Prevención y Rehabilitación en Violencia Masculina). Éste es el primer sistema de tratamiento para hombres violentos en el Paraguay. 
OBS: La facilidad de acceso a la justicia para la mujer de cualquier clase social, sigue siendo una asignatura pendiente, pues por más que existan instituciones gubernamentales y no gubernamentales que realicen atención a victimas, los/as actores/as de decisión no cumplen con sus funciones adecuadamente a pesar de que existan leyes.

2.
Los/as funcionarios/as encargados/as de atender las denuncias de violencia contra la mujer, ¿cuentan con preparación en materia  de perspectiva de género con respecto de la prevención, sanción y erradicación de la violencia?

Todas las instituciones integrantes de la Red Nacional de Atención han sido beneficiarias con cursos de capacitación en esta materia.

Si la respuesta es afirmativa:

2.1.
¿Se efectúa  una supervisión de los/as funcionarios/as encargados/as de atender y dar curso a los procesos sobre violencia contra la mujer?

No, no se efectúan supervisiones.

2.2.
¿Están informados/as de las penas de las que son posibles en caso de inacción y/o faltas de conducta respecto de los procesos de violencia contra la mujer?

No existen sanciones concretas, sí en materia administrativa como sumarios, pero sin sanciones graves, sería por ende necesario establecer sanciones graves para las faltas de conducta de los funcionarios/as que no cumplen a cabalidad con  sus funciones.

2.3.
¿Los/as funcionarios/as encargados/as de procesar las denuncias  de violencia reciben capacitación en materia de perspectiva de género y sobre prevención, sanción y erradicación de la violencia?

La SMPR realiza constantes capacitaciones con profesionales nacionales e internacionales, a los/as agentes intervinientes de la Ley 1600/00 contra la violencia doméstica (Magistrados/as de Paz, Policía Nacional, Personal de Salud) y otros sectores de la Justicia, tal como lo establece  el  PNIO. Una de sus líneas de acción es la del Ámbito VI “Una Vida Libre de  Violencia” cuyo objetivo primordial es el de sensibilizar y capacitar a los/as actores/as relevantes que intervienen en la prevención, erradicación y sanción de la violencia contra la mujer para lograr la detección y tratamiento adecuado de esta problemática. Además, se tienen organizaciones no gubernamentales que ofrecen capacitaciones a los/as actores/as que intervienen  en la problemática de la violencia. A pesar de los esfuerzos de todos los sectores la capacitación es insuficiente, no se llega a todo el territorio nacional.

3. ¿Existe un sistema de apoyo diseñado para atender las necesidades inmediatas de las mujeres víctimas de violencia?

Existe una Red Nacional de Atención a Víctimas de Violencia Intrafamiliar. La misma está integrada por organizaciones gubernamentales y no gubernamentales que brindan atención a las mujeres que sufren violencia y a su grupo familiar.

Si la respuesta es afirmativa:

3.1.
¿Existen líneas telefónicas gratuitas de emergencia para asesorar a mujeres víctimas de violencia en todo el país?

La SMPR cuenta con una línea S.O.S. de emergencia, en forma gratuita. La misma funciona de lunes a viernes de 08:00 a 14:00 horas. 

La Policía Nacional (Sistema 911) cuenta con el Código 1600 para los casos de violencia doméstica. Ésta línea funciona 24 horas.

3.2.
¿Existen refugios distribuidos geográficamente destinados a mujeres víctimas de violencia y al cuidado de sus hijos/as? Si existen, ¿son de carácter público, privado o ambos?

No existen refugios pero la SMPR en el año 2005 firmó un convenio de cooperación mutua con una asociación de la Iglesia Católica que posee un refugio para mujeres vulnerables y en situación de riesgo, en consecuencia la SMPR envía a dicho refugio a las mujeres víctimas de violencia que se encuentran en peligro y acuden al servicio. 

3.3.
¿La distribución geográfica de los refugios, ¿es apropiada a la cantidad de denuncias de violencia recibidas?

No es apropiada. 

3.4.
¿Se fomenta la creación de grupos de autoayuda de mujeres afectadas por la violencia?

En los centros de atención que forman parte de la Red Nacional de Atención conformada por organizaciones gubernamentales y no gubernamentales se realizan grupos de autoayuda para las mujeres que sufren violencia.
3.5.
¿Qué tipo de servicios de orientación familiar gratuito hay disponibles en el país?

Se dispone de servicios de orientaciones familiares gratuitos en lo jurídico-legal y sico-social en organizaciones gubernamentales y no gubernamentales.

3.6.
¿Qué tipo de programas de rehabilitación de la mujer víctima de violencia se implementan?

Los programas son atención y acompañamiento psicológico consistente en terapia individual y grupal, como también atención social integral (pero se reconoce que son insuficientes, sobre todo en el interior del país).

3.7.  Señale otros sistemas de apoyo existentes.

· Orientación jurídica

· Régimen de relacionamiento

· Prestación alimentaria

· Acompañamiento en audiencias

· Acompañamiento y seguimiento de todos los casos.

3.8.
¿Existen programas sociales para la atención de las necesidades básicas de las mujeres víctimas de violencia?

No se tienen programas sociales para la atención de sus necesidades básicas. 
4.
¿Existe un mecanismo de control, evaluación y seguimiento de los procesos de empoderamiento de las mujeres víctimas de violencia?

No se tienen mecanismos por escasez de presupuesto tanto en los entes gubernamentales como en los no gubernamentales. 

5.
¿Existe una política penal con objetivos a alcanzar respecto de la prevención, sanción y erradicación de femicidio?

Nuestro país tiene una política criminal para disminuir los índices de criminalidad, pero aún no está encarado en forma específica al femicidio.  

III.
PRESUPUESTO NACIONAL
1.
¿Existen partidas en el presupuesto nacional y local destinadas a financiar acciones frente a la violencia contra las mujeres?

Sí.

Si la respuesta es afirmativa:

1.1.
¿Existen partidas en el presupuesto nacional destinadas al fortalecimiento del ente rector o estrategia nacional sobre violencia  contra las mujeres y para el desarrollo del plan nacional sobre la violencia contra las mujeres? ¿En qué monto y porcentaje?

La SMPR siguiendo el II PNIO (2003 – 2007), incorpora a sectores múltiples de intervención pero no cuenta con presupuesto específico del presupuesto nacional que sea destinado a la Violencia contra la Mujer.  

El Ministerio de Salud ha resuelto la gratuidad de la atención de los casos de violencia sexual, lo que implica inversión del Presupuesto de los hospitales públicos.

No hemos podido acceder a montos ni porcentajes.

1.2.
¿Cuál es el porcentaje del Producto Interno Bruto que se invierte para prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra la mujer?

No hay datos, pues todavía no se ha calculado el PIB del año pasado.

1.3.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a las comisarías de la mujer y/o a la protección policial de mujeres víctimas de violencia, su familia y testigos? (dividir dicho monto por la cantidad de personas protegidas de forma tal de obtener información per cápita).

No existen comisarías de mujeres. Si bien existe la Comisaría Nº 12 de Mujeres, esta es destinada a mujeres que han cometido delitos.  

1.4.
¿Cuál es la inversión calculada en dólares destinada a líneas telefónicas de emergencia? (dividir dicho monto por la cantidad de llamadas recibidas de forma tal de obtener información por llamada).

No se cuenta con datos.

1.5.
¿Cuál es la inversión calculada en dólares destinada a refugios? (dividir dicho monto por la cantidad de personas albergadas de forma tal de obtener información per cápita)

No se cuenta con refugios que sean administrados por el Estado.

1.6.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a los programas de rehabilitación de víctimas? (dividir dicho monto por la cantidad de participantes en los programas de forma tal de obtener información per cápita).

No se tienen programas de rehabilitación debido a la debilidad presupuestaria existente en el ámbito de violencia, en razón que implica contratación de más profesionales capacitados/as, infraestructura, mantenimiento entre otros. Lo que sí se realiza es contención y acompañamiento  a las víctimas y se trabaja con grupos de autoayuda.

1.7.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a solventar la investigación y recopilación estadística respecto de la violencia contra la mujer?

No se tiene presupuesto del Estado para datos de investigación solo con ayuda de Cooperación externa, como el Banco Interamericano de Desarrollo o de Naciones Unidas. Actualmente hay una consultoría sobre la Evaluación de la Ley/1600 cuyo valor asciende a 2.000 US$.

2.
¿Existen partidas en el presupuesto nacional y local destinadas a programas de capacitación enfocados a prevenir la violencia contra la mujer?

Sí.

Si la respuesta es afirmativa, se cuenta con información sobre:

2.1.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a programas de sensibilización de maestros a nivel primario, profesores a nivel secundario y universitario?  (dividir dicho monto por la cantidad de maestros y profesores receptores de los programas de forma tal de obtener información per cápita).

La inversión anual destinada a programas de sensibilización del personal docente se desarrolla a través del Presupuesto General de Gastos del Estado Paraguayo que se ejecuta a través de la SMPR y del Ministerio de Educación y Cultura, cuya acción lleva adelante el Programa Nacional de Igualdad de Oportunidad y Resultados para las Mujeres en la Educación (PRIOME), además de contar con cooperación externa, específicamente, UNICEF. No se pudo acceder a los datos en montos

Fuente: PRIOME del Ministerio de Educación y Cultura.

2.2.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a programas de capacitación de prestatarios de servicios? (dividir dicho monto por la cantidad de prestatarios de servicios receptores de los programas de forma tal de obtener información per cápita)

No se tienen datos, por las mismas razones antes explicadas.

3.
¿Existen partidas en el presupuesto nacional destinadas a financiar programas de sensibilización sobre la violencia contra la mujer?

Sí.

Si la respuesta es afirmativa, se cuenta con información sobre:

3.1.
¿Cuál  es la  inversión anual en dólares destinada a programas de sensibilización de niños/as, jóvenes y adultos? (dividir dicho monto por la cantidad de receptores de los programas de forma tal de obtener información per cápita).

El único dato existente es el de la SMPR, en la Campaña Iguales en Todo, con Cooperación del Ente Binacional Itaipú, donde se invirtió 50.000 US$, en el año 2005, para realizar afiches, dícticos, spots, publicitarios en televisión, prensa radial, escrita, teatros callejeros etc, en violencia, salud sexual reproductiva, género etc.  

4.
¿Existe una práctica de cooperación entre los organismos oficiales y las organizaciones no gubernamentales focalizadas en temas de género?

La SMPR cuenta con los/las representantes de organizaciones no gubernamentales en la Comisión Interinstitucional y la Red de Atención, además de tener numerosos convenios de cooperación firmados con las organizaciones no gubernamentales con el objetivo de establecer trabajos en conjunto para llevar adelante las metas que tengan por objeto evitar la violencia en el ámbito familiar y otras causas que atenten contra su solidaridad. 

IV.
INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS
1.
¿Existe recopilación estadística sobre trámites judiciales de denuncia, procesos y sentencias de violencia contra la mujer?

Sí.

Si la respuesta es afirmativa, se cuenta con información sobre:

1.1.
¿Cuántas denuncias se realizaron el último año ante las instancias oficiales de recepción de denuncias, en razón de la violencia contra la mujer?

En el Poder Judicial: de enero a octubre de 2005 se tienen registradas 644 denuncias sobre Violencia Familiar, distribuidas en Asunción y ciudades de la parte central del país, 382 denuncias fueron recibidas por los Juzgados de Paz de Asunción, 262 denuncias fueron recibidas por los Juzgados del Departamento Central. Fuente: Poder Judicial – Centro de Estadísticas.

En el Centro de Atención de la SMPR se recibieron 426 denuncias en el 2000, 610 en el 2001, 1314 en el 2002, 2165 en el 2003, 1214 en el 2004 y 2036 en el 2005. Fuente: SMPR.
Por otro lado, en la Fundación Kuña Aty en el 2000 se recibieron 12.745 denuncias, en el 2001: 14.072; en el 2002: 9.935; en el 2003: 10.009; en el 2004: 9.541 y en el 2005: 10.370. 

1.2. ¿Cuántas detenciones se realizaron en el último año en razón de la violencia contra la mujer? 

Como ya se aclaró anteriormente el delito de Violencia contra la Mujer, si bien está tipificado en el Código Penal como Violencia Familiar, no contempla pena privativa de libertad.

1.3. ¿Cuántos juicios se realizaron y cuántos se finalizaron con condenas en los tres últimos años en razón de la violencia contra la mujer?

Se tienen sentencias condenatorias, lo que no se tiene es la cantidad por no contar con datos estadísticos al respecto.

1.4. ¿Qué número de personal policial o administrativo se destina a la protección de mujeres víctimas y sobrevivientes de violencia?

No hay personal asignado a atención exclusiva en violencia intrafamiliar, todo funcionario/a policial o administrativo atiende a las victimas de cualquier tipo de delito. 

2.
¿Existe investigación y recopilación estadística sobre asistencia a la mujer víctima de violencia?

Sí existe.

2.1.
¿Cuántas llamadas atendieron en el último año las líneas telefónicas de emergencia?

Línea S.O.S. del Servicio de Apoyo a la Mujer de la SMPR: 320 llamadas sobre violencia hacia la mujer (2005).

Servicio de llamadas de emergencia 911 (Código 1600): 10918 llamadas desde 12 de diciembre de 2003 a diciembre de 2005.

Fono Ayuda – BECA
/: 66 llamadas  sobre violencia hacia la mujer.

2.2.
¿Qué cantidad de refugios y con qué capacidad se encuentran disponibles en el país?

No existe un refugio en todo el país que sea exclusivo para víctimas de Violencia Intrafamiliar. Sin embargo,  en el año 2005 la SMPR firmó un convenio de cooperación mutua con un albergue transitorio de carácter privado a fin de refugiar en el mismo transitoriamente a mujeres víctimas en situación de riesgo. 

2.3.
¿Qué porcentaje de los refugios son de carácter público y qué porcentaje son de carácter privado?

No existen.

2.4.
¿Qué porcentaje de los casos ingresados en los hospitales se deben a violencia contra la mujer?

Como referencia y a fin de ilustrar mencionamos los datos proporcionados por el Centro de Emergencias Médicas que funciona en la capital del país y al cual asisten el mayor porcentaje de casos.  

De 61653 atenciones por todas las causas 644 corresponden a violencia intrafamiliar contra la mujer en el año 2005. Estos son solamente de datos obtenidos de la Capital y alrededor del país (Central).  Fuente: Departamento de Estadísticas del Centro de Emergencias Médicas.
RESUMEN DE DIAGNÓSTICOS DE SUPUESTOS
HECHOS DE COACCIÓN SEXUAL
/.
· Año 2001
312 casos 

· Año 2002
372 casos

· Año 2003
493 casos

· Año 2004
477 casos 

· Año 2005
624 casos

Fuente: Hospital de Policía “Rigoberto Caballero” – Sección Estadística.

3.
¿Existe investigación y recopilación estadística sobre muerte de mujeres a causa de violencia?

No se tiene una investigación pero, a partir del año 2005 existe una recopilación de datos de femicidios aparecidos en la prensa ya que se caracteriza a nivel Nacional.

Por otro lado, la Fundación Kuña Aty también ha realizado, durante el año 2005, un trabajo de recopilación de datos sobre femicidio en Paraguay y han registrado los siguientes datos: de enero a diciembre 24 mujeres han sido víctimas de femicidio.  
3.1.
¿Cuántas mujeres han sido víctimas de homicidio por agresión o como consecuencia de una agresión de parte de sus parejas o ex parejas (femicidio)?  (proporcionar datos por año desde los diez años anteriores a la entrada en vigencia de la Convención Belém do Pará hasta la fecha)

En nuestro país las causas por homicidio no son discriminadas por femicidio, por ello no se tienen estadísticas de tantos casos por femicidio, si son datos que entran por homicidios de mujeres. A partir de la contestación del cuestionario en cuestión, el Departamento de Estadísticas de la Policía Nacional se comprometió a realizar la diferenciación correspondiente.

MUJERES VÍCTIMAS DE HOMICIDIO

Año 2002
82 casos

Año 2003
75 casos

Año 2004
73 casos

Año 2005
65 casos

Fuente:
Elaborado por el Departamento de Estadísticas en base a informes proporcionados por la Dirección de Orden y Seguridad – POLICIA NACIONAL.

3.2.
¿Cuántos casos de denuncia han terminado en el homicidio de las denunciantes (femicidio)?

Las denuncias de las víctimas en la Policía son tomadas como denuncias sobre Violencia familiar, la Policía lo que realiza posteriormente es remitir las denuncias al Juzgado de Paz o a la Fiscalía dependiendo del caso, luego de ello, la policía no sabe del procedimiento pues ya no interviene, por ello solo tienen los datos de las denuncias de violencia familiar, sin saber si las mismas luego terminan en homicidio, al menos no poseen estadísticas. Se explica también que la expresión “aclarado” significa que los casos fueron remitidos al Juzgado de Paz o Fiscalía luego de haberse tomado la denuncia.

CASOS DE VIOLENCIA FAMILIAR

Año 2003
118 casos denunciados
107 aclarados

Año 2004
229 casos denunciados
215 aclarados

Año 2005
166 casos denunciados
150 aclarados Enero a noviembre

CASOS DE VIOLENCIA A MUJERES

Estos son tipos de violencia hacia la mujer que son denunciados por las víctimas como delitos de Lesión corporal
/. Año 2004 – 722 casos; Año 2005 – 809 casos.
Fuente:
Elaborado por el Departamento de Estadísticas en base a informes proporcionados por la Dirección de Orden y Seguridad – POLICIA NACIONAL.

3.3. ¿Cuántos de los casos de femicidio han resultado en sentencias condenatorias del agresor?

El Poder Judicial que es el ente encargado de proporcionar los datos sobre las sentencias dictadas por los Jueces no posee informes sobre femicidio en razón que todas las causas de HECHO PUNIBLE CONTRA LA VIDA (Homicidio) se titula directamente por el nombre del autor del hecho, no importando el sexo o el nombre de la víctima.

4. ¿Existe investigación y recopilación estadística sobre otros datos respecto de la situación de la mujer?

Sí.

4.1.
¿Cuándo se realizó en último censo nacional? ¿Se incluyeron preguntas relativas a violencia basada en género?

El 28 de agosto de 2002 se realizó el último Censo Nacional de Población y Viviendas. El mismo no contiene preguntas relativas a violencia de género.

4.2.
¿Cuál es el número de mujeres  en el país? (tramos de edad: 0-14 (niñas), 15-29 (jóvenes), 30-44, 45 (adultas), 60 y más (adulta mayor)

El número de mujeres en el país es de 2.559.956 distribuidas según los siguientes tramos de edad:

0 a 14 años

938.951 mujeres

15 a 29 años

698.561 mujeres

30 a 44 años

458.640 mujeres

45 a 59 años

267.925 mujeres

60 y más edad

195.879 mujeres

Fuente: DGEEC: Censo Nacional de Población y Viviendas. Año 2002.
4.3.
¿Qué porcentaje representan sobre el total de la población?

Las mujeres en la República del Paraguay representan el 49,6% según el último censo.
Fuente: DGEEC: Censo Nacional de Población y Viviendas. Año 2002.
4.4.
¿Qué porcentaje de la población femenina habita en áreas rurales? Indicar tramos de edad
En áreas rurales habita el 47,2% de las mujeres.

ÁREA RURAL

0 a 14 años


448.191

15 a 29 años


255.925

30 a 44 años


169.307

45 a 59 años


103.993

60 y más


  76.442

Fuente: DGEEC: Censo Nacional de Población y Viviendas. Año 2002.

4.5.
¿Qué porcentaje de la población femenina habita en ciudades? Indicar tramos de edad

El porcentaje de mujeres que habita en áreas urbanas es de 51,4%

ÁREA URBANA

0     a 14 años



490.760

15 a 29 años



442.636

30 a 44 años



289.333

45 a 59 años



163.932

60 y más
119.437

Fuente: DGEEC: Censo Nacional de Población y Viviendas. Año 2002.

4.6.
¿Qué porcentaje de la población femenina vive bajo la línea de pobreza?
El 36,7 % de las mujeres vive en extrema pobreza

· 13,3 % en el área urbana.

· 23,4 % en el área rural

Fuente: DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares 2004.
4.7.
¿Qué porcentaje de la población femenina es analfabeta? Indicar tramos de edad

Existen actualmente 132.578 mujeres analfabetas que representan el 8,2 % de la población femenina. La tasa de analfabetismo de la población de 15 años y más de edad es de 4,9 % en el área urbana y 10,3 % en el área rural. 

Fuente: DGEEC: Censo Nacional de Población y Viviendas. Año 2002.

4.8.
¿Qué porcentaje de la población femenina completó la escuela primaria?   
Según el último censo el 50,8% de las mujeres tienen entre 1 a 6 años de escolaridad.

Fuente: DGEEC: Censo Nacional de Población y Viviendas. Año 2002.

4.9.
¿Qué porcentaje de la población femenina completó la escuela secundaria? 

El 15,8% del sexo femenino tiene de 10 a 12 años de escolaridad.

Fuente: DGEEC: Censo Nacional de Población y Viviendas. Año 2002.

4.10.
¿Qué porcentaje de la población femenina completó la educación terciaria y/o universitaria?

El 10,7% posee entre 13 años y más de escolaridad según el último censo.

Fuente: DGEEC: Censo Nacional de Población y Viviendas. Año 2002.

4.11.
¿Cuál es el número de mujeres privadas de libertad?

Las mujeres privadas de libertad se encuentran recluidas en cárceles de la capital e interior del país. La cárcel de la capital es exclusivamente de mujeres, las demás están incluidas en las cárceles regionales donde tienen áreas separadas para mujeres.

CÁRCELES

215 mujeres en la correccional de la Casa del Buen Pastor

37 mujeres en el Instituto Juana de Lara de Ciudad del Este

5 mujeres en el  Centro Educativo  Virgen de Fátima

ÁREAS DESTINADAS A MUJERES

17 mujeres Emboscada

11mujeres Encarnación

5 mujeres Misiones

9 mujeres Concepción

20 mujeres  Cnel. Oviedo

9 mujeres Villarrica

TOTAL 329 mujeres

Datos al 20 de diciembre del 2005.

Fuente:
Dirección de Institutos Penales (Ministerio de Justicia y Trabajo).

4.12.
¿Qué porcentaje de la población femenina es económicamente activa?

La Población Económicamente Activa (PEA) de mujeres es de 50,4%.

Fuente: DGEEC: Encuesta Permanente de Hogares 2004.

5.
¿Existe recopilación estadística sobre programas de capacitación para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer?

Sí.

5.1.
¿Qué  porcentaje sobre el total de los maestros primarios, secundarios y profesores universitarios recibe capacitación sobre violencia contra la mujer?

De la población de maestros/as que se dedican a la enseñanza elemental básica, el 10 % se encuentra capacitado/as; de la población de maestros/as que se dedican a la enseñanza elemental media el 10% y de la población de maestros/as que se dedican a la enseñanza universitaria el 8%. 

Fuente: PRIOME del Ministerio de Educación y Cultura. 

5.2.
¿Qué porcentaje sobre el total de los prestatarios de servicios sociales y judiciales recibe capacitación de género y sobre violencia contra la mujer?

Se realizaron capacitaciones en género y violencia en el año 2005 a Jueces/as de Paz y Actuarias/os judiciales que representan un 80% del total, en las siguientes localidades: 

· Guairá y Caazapá

· Encarnación

· Concepción

· Alto Paraná y Canindeyú

· Caaguazú y San Pedro

· Ñeembucú

· Misiones

· Villa Hayes

· Paraguarí

Además fueron capacitados/as el personal de salud de esas localidades en un 50%.

6. ¿Cómo se difunden los datos estadísticos? ¿Son de acceso fácil al público?

Si es fácil acceder a datos estadísticos. A través de la página Web de la SMPR, de la Sección estadística de la Policía Nacional. En la Dirección del Servicio de Apoyo a la Mujer de la SMPR se proporciona información directa a los estudiantes de los distintos niveles de educación.

7.
¿Qué capacitación sobre género reciben quienes elaboran y aplican instrumentos para recoger estadísticas?

No existe este tipo de capacitación.

8.
¿El estado cuenta con su observatorio ciudadano contra la violencia hacia las mujeres? ¿Cuál es su impacto?

Se cuenta con un Observatorio de Violencia y Lesiones de causas Externas dependiente de la Dirección de Vigilancia de la Salud del Ministerio de Salud Pública. El mismo se encarga de la recolección y el análisis de datos de Causas externas, utilizando un Protocolo de Admisión. Si bien no está destinado específicamente a casos de violencia contra la mujer, dicho Protocolo es utilizado en  hospitales. También, el Departamento de Salud Mental del Ministerio de Salud utiliza el mismo Protocolo y es el encargado de recolectar datos referentes a violencia intrafamiliar, de las diferentes unidades de atención establecidas recientemente en todo el territorio nacional, que luego son enviadas al observatorio. No se tienen datos de su impacto.

INFORME DE PAÍS APROBADO POR EL COMITÉ DE EXPERTAS
EN VIOLENCIA (CEVI)
RESUMEN EJECUTIVO

En este Informe Preliminar sobre el Paraguay se evalúa la implementación de los artículos 7° y 8° de la Convención de Belém do Pará
/, se identifica los progresos realizados y las fortalezas así como los obstáculos que necesitan ser removidos para la plena implementación de la Convención y se presenta recomendaciones generales y especificas. 


Para la evaluación de las disposiciones seleccionadas de la Convención, la metodología determinó que se tendrá en cuenta la siguiente división en áreas temáticas: a) Legislación; b) Acceso a la justicia; c) Presupuesto nacional; d) Información y estadísticas.

Los avances observados están directamente relacionados a la redemocratización del País, en fines de la década de 1980, y se constituyen en una serie de medidas legislativas y políticas-administrativas con la incorporación de la preocupación con la ciudadanía de las mujeres, incluso con el problema de la violencia. La Constitución, de 1992, que reconoció la igualdad entre hombres y mujeres y, en ese mismo año, la creación de la Secretaria de la Mujer de la Presidencia de la República representaran avances importantes para las mujeres paraguayas. 
Paraguay ratificó, en 1986, la CEDAW; en 1995, la Convención de Belém do Pará; e inició un proceso legislativo que culminó con la aprobación de la Ley 1600/2000 Contra la Violencia Doméstica. En la última década, Paraguay también ratificó otros instrumentos internacionales, como el Protocolo Facultativo a la Convención de los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución y la Pornografía Infantil, y la Convención de las Naciones Unidas sobre la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños. 
No obstante esos avances, permanecen aún límites y obstáculos para la superación de la violencia de género y por lo tanto para el pleno cumplimiento de la Convención de Belém do Pará. En ese sentido, la Ley de Violencia Doméstica de 2000 no es específica para las mujeres y tiene, solamente sanciones civiles.

Además los servicios específicos de atención a las mujeres víctimas de violencia aún son escasos, especialmente en las áreas rurales y el acceso de las mujeres a la justicia es considerado difícil.

Paraguay es un país de mestizaje temprano y extendido y la población blanca de origen europeo constituye una minoría. El Informe Nacional presentado por Paraguay en 2006, en la 35ª. Asamblea del CIM, destaca que a población indígena en general y en particular las mujeres indígenas sufren alto grado de discriminaciones.

Análisis de los 4 temas destacados en el Cuestionario enviado a los Estados: Avances y obstáculos

1.
LEGISLACIÓN. NORMATIVA VIGENTE. PLANES NACIONALES

Avances


Sobre la base del Resumen Ejecutivo, el Cuestionario sobre la Situación de la Mujer en Paraguay y de otras fuentes consultadas se observa que el progreso legislativo de las mujeres en Paraguay está íntimamente relacionado con la existencia del Estado Democrático de Derecho y, por lo tanto, con el fin de la dictadura en ese País.


La Constitución democrática del Paraguay de 1992 y la legislación subsiguiente presenta significativos avances legales, reconociendo los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de la mujer, en igualdad con el hombre. Su texto dispone la protección contra la violencia doméstica al declarar que el Estado promoverá políticas que tengan por objeto evitar la violencia en el ámbito familiar y otras causas destructoras de su solidaridad.


Además de haber ratificado en 1985 la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, Paraguay ratificó, también, en 1995, la Convención de Belém do Pará y aprobó en 2000 una Ley Contra la Violencia Doméstica, la Ley N. 1600/2000. La Ley de Violencia Doméstica prevé medidas de protección de urgencia y establece que la atención de las víctimas de esa violencia debe ser gratuita. 


Complementariamente, el Código Penal del Paraguay, de 1997, además de tipificar el delito de violencia intrafamiliar (Art. 229), tipifica los delitos de violencia física, doméstica y sexual, incluido el acoso sexual, la trata de personas, la prostitución infantil, entre otros. Tales tipificaciones son asexuadas, incidiendo indistintamente sobre hombres y mujeres. El Informe del Paraguay aclara que el artículo 128 del nuevo Código Penal, que trata genéricamente del delito de coacción sexual, en teoría incluye la violencia sexual dentro del matrimonio. También en el Código Laboral se incorpora la figura del acoso sexual. 

En lo que se refiere a los Planes Nacionales, desde 1994, el Paraguay viene elaborando y lanzando Planes de Prevención y Sanción de la Violencia contra la Mujer, de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres y de Salud Sexual y Reproductiva. Esos Planes fueron diseñados conjuntamente por diversas instituciones, incluidas las organizaciones no gubernamentales, lideradas por la Secretaría de la Mujer.  Diversos organismos gubernamentales se articulan en la Secretaría en torno a la responsabilidad por la implementación de esos planes, existiendo, por lo tanto, una preocupación por la intersectorialidad y la articulación.

Informaciones complementarias de la ANC de Paraguay indican que la articulación para la implementación de los planes primeramente se realiza dentro de la SMPR y que además se reinició el trabajo conjunto entre instituciones gubernamentales y no gubernamentales, con la reintegración de la Comisión Interinstitucional del Plan Nacional para la Prevención y Sanción de la Violencia Contra la Mujer, conformada por organismos gubernamentales y no gubernamentales, con el objetivo de abocarse en conjunto a la elaboración y ejecución de programas a realizarse con el fin de lograr los objetivos generales y específicos de los Planes.
Obstáculos y Límites


Sin embargo, es necesario reconocer la necesidad de nuevas normativas o redefinir las existentes. Lo datos presentados en los diversos documentos examinados apuntan para los importantes avances legislativos y sociales pero también destacan que persiste una gran distancia entre las leyes que declaran la igualdad y la realidad de la vida de las mujeres.
En lo que respecta a los límites y la eficacia de la legislación, en el propio Informe de Paraguay se señala algunos obstáculos que necesitan ser superados:
1.
Las normativas vigentes, incluyendo la Ley N. 1600/2000, que solamente trata de la violencia en el ámbito doméstico, no tienen la mujer como un sujeto especifico, presentando una tipificación asexuada que no visibiliza la violencia contra la mujer en la familia y en la sociedad. Esa Ley es restricta y trata solamente de la violencia en el ámbito doméstico sin tener como sujeto especifico la mujer, tiene carácter civil y necesita ser aplicada complementariamente por las disposiciones vigentes en la legislación penal. Esta ley también no prevé la violencia psicológica. 
En ese sentido, la legislación no adopta plenamente la Convención de Belém do Pará que diferencia claramente la violencia contra la mujer en los diversos espacios público y privado. Aclarando la tipificación del delito de violencia sicológica, la ANC de Paraguay apunta que el Articulo I de Ley N. 1600/2000 dice que esta ley establece las normas de protección para toda persona que sufra lesiones, maltratos físicos, psíquicos a sexuales y por lo tanto contempla la violencia sicológica de la siguiente manera “…Alcance y bienes protegidos. Esta ley establece las normas de protección para toda persona que sufra lesiones maltratos físicos, psíquicos o sexuales por parte de uno de los integrantes del grupo familiar que comprende el originado por el parentesco en el matrimonio o unión de hecho, aunque hubiese cesado la convivencia, así mismo en el supuesto de parejas no convivientes y los hijos sean o no comunes protegidos…”. Artículo 1 Ley 1600/00.
2.
La Ley N. 1600/2000 tiene carácter solamente civil sin destacar mecanismos para punir los agresores. 
Información complementaria de la ANC  de Paraguay  aclara que La ley 16000/00 reconoce cualquier tipo de violencia (física, sicológica o sexual) y en ningún momento pone la habitualidad como requisito para que la ley sea aplicada. Ratifica que la Ley 1600  efectivamente es una ley civil pues el fin es dar seguridad inmediata a la victima de violencia y por ello posee medidas de seguridad e impone reglas y prohibiciones al agresor. El que sanciona o pune al agresor es el Código Penal en su artículo 229, pues tipifica como delito a la violencia intrafamiliar. 

3.
En el  Código Penal hay artículos que no están de acuerdo con las disposiciones de la Convención de Belém do Pará y con la Recomendación General 19 del Comité CEDAW relativa a una lucha contra todas las formas de violencia contra la mujer. En ese Código Penal las penalidades por crímenes sexuales son disminuidas en los casos en que existe una relación entre la víctima y el agresor y que  la violencia doméstica tiene como sanción solamente la pena de multa y exige para su configuración la habitualidad de las agresiones, violencia física y un vínculo de convivencia entre la víctima y el agresor, restringiendo la disposición de la Convención de Belém do Pará que no incluye la exigencia de esos requisitos para la tipificación de violencia contra la mujer. 

4.
En relación con el alcance de la Ley, el Informe de Paraguay destaca que existe un “desconocimiento de la Ley o como ejercerlas, por parte de las víctimas que culturalmente se encuentran desvalorizadas y en desventaja respecto a su agresor  y discriminadas por la sociedad”.

Además, las respuestas a los demás puntos del Cuestionario indican que se requieren acciones más profundas para dar eficacia a las leyes vigentes destinadas a enfrentar la violencia contra la mujer. Es necesario evaluar también los esfuerzos a favor de la divulgación de ese avance legislativo que promueve la igualdad, combate las discriminaciones y sanciona la violencia de género, así como a favor de su conocimiento por mujeres y hombres, incluidos los encargados de aplicar la ley. 


También en el Informe no se presentan datos sobre el  impacto de la Ley de Violencia Doméstica sobre la disminución de ese crimen y tampoco identifica los mecanismos existentes para remover los obstáculos y para tornar efectiva su implementación, especialmente respecto de las mujeres de las zonas rurales, en su mayoría indígenas. La Constitución del Paraguay declara que este es un país bilingüe pero no consta en el Informe información sobre la existencia de una versión en guaraní de la Convención y de la Ley de Violencia Doméstica. Informaciones complementarias de la ANC de Paraguay justifica esa ausencia por el hecho de que el guaraní es un idioma parlante, es decir se transmite de forma oral. En cuanto a las mujeres indígenas no todas hablan guaraní y cada étnia tiene su propia lengua (17 en total).

Otras informaciones complementarias de la ANC de Paraguay aclaran que aunque no existan estudios de impacto, en los datos estadísticos que posee la SMPR, las denuncias por violencia intrafamiliar, han aumentado, por ende se puede concluir que el impacto de la aplicación de la ley 1600/00 es positiva, pues al solicitar su aplicación, también se estaría realizando la prevención de la violencia.


El Informe Sombra presentado por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Coordinación de Mujeres del Paraguay (CLADEM/CMP), en relación con el V Informe Nacional de Paraguay al Comité para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, indica que, en 2003, el gobierno de Paraguay  promovió, en articulación con la sociedad civil, una Evaluación de la Implementación de la Ley 1600/2000 y una Encuesta nacional sobre la Violencia doméstica e intrafamiliar, entre otras acciones. Ese Informe Sombra señala que en las conclusiones de la Evaluación se destaca como un mérito de la ley el aumento de las denuncias de violencia domestica, pero también se incluye una serie de obstáculos que impiden que ésta sea efectiva, especialmente no que se refiere al acceso a la justicia. 

Las respuestas complementarias a las repreguntas del CEVI indican que no fueran revisados los artículos 229 del Código Penal y la Ley 1600/2000 relativa de violencia doméstica y los artículos 136 y 137 del Código Penal para armonizarlos con la Convención de Belém do Pará y con la Recomendación General 19 del Comité CEDAW relativa a una lucha contra todas las formas de violencia contra la mujer. Sin embargo, el anteproyecto de modificación de la Ley 1600/2000 está en proceso de estudio en una Comisión Especial del Parlamento, ante la cual la Secretaría presentó propuestas específicas. Con respecto a la ley 1600/2000 contra la violencia domestica el Estado de Paraguayo está analizando una revisión, luego de seis años de su aprobación.

La ANC de Paraguay complementa el Informe aclarando que, actualmente se encuentra realizada la propuesta de modificación de la Ley 1600/00, y en esta propuesta se encuentran todas las modificaciones realizadas por los Agentes intervénientes en la aplicación de la Ley que será enviada en el año 2007, al parlamento para la ampliación de la ley referida. 

Informa aún que en el año 2006, la Secretaría de la Mujer propuso modificaciones al Código Penal y Código Procesal Penal y Penitenciario en los siguientes artículos: Código Penal Ley 1.160/97: Artículo 225 Incumplimiento del deber alimentario; Artículo 137 Estupro; Artículo 229 Violencia Familiar, que incluya violencia síquica, económica, y aumento de la pena, como así también la eliminación de la habitualidad. Código Procesal Penal Ley 1686/98. Artículo 17 Acción privada. 


Por otro lado la Secretaría de la Mujer, según la complementación del Informe, se adhirió a las presentaciones de propuestas de la Coordinación de Mujeres del Paraguay y del Comité para América Latina y el caribe por los Derechos de la Mujer (CLADEM) en los siguientes artículos también del Código Penal: Art. 110. Maltrato físico; Art. 111. Lesión; Art. 114. Consentimiento; Art. 122 Amenaza; Art. 128. Coacción sexual; Art. 129.  Trata de personas; Art. 130.  Abuso sexual en personas indefensas; Art. 134. Maltrato de personas menores de edad; Art. 135. El abuso sexual en niños o niñas; Art. 136. Abuso sexual en personas bajo tutela; Artículo 138. Actos homosexuales con menores; Artículo 139.- Proxenetismo y Art. 140.- Rufianería; Artículo nuevo sobre pornografía infantil: Que ya fue aprobado y el artículo sobre pornografía infantil ya existe actualmente en el Código Penal. 


Otros avances dicen respecto al hecho que la SMPR a través del sector de legislación apoya y trabaja en la tramitación de los siguientes proyectos presentados al parlamento Proyecto de Ley “De Paternidad y Maternidad Responsable”; Proyecto de Ley: “Para Prevenir y Eliminar la Discriminación”; Proyecto de Ley “Igualdad de Oportunidades y de Trato entre  Mujeres y Hombres en la Función Pública”; “Anteproyecto de ley de Protección en el Proceso Penal a Niñas, Niños y Adolescentes Víctimas de Violencia y Abuso Sexual”; Proyecto de Ley “Licencia de Reposo por Maternidad a Mujeres en Cargos Electivos”; “Propuesta de Reforma al Anteproyecto de Ley General de la Función Pública, referentes a la maternidad.


El Informe Sombra relata que la Encuesta Nacional sobre Violencia Doméstica e Intrafamiliar, realizada en el año de 2001, “… señala que, en el periodo de la toma de datos – un año después de la aprobación de la Ley – ésta era aún desconocida para la mayoría de la población paraguaya”.

Así, en lo que se refiere a la Capacitación de funcionarios públicos en materia de género, según el Informe de Paraguay, no existe una disposición legal que haga obligatoria la capacitación de es  funcionarios en materia de género, conforme a lo indicado en el artículo 8-c de la Convención de Belém do Pará. 


De la misma forma, se necesitan mayores esfuerzos en la realización de seminarios orientados a legisladores, asesores y demás funcionarios del Poder legislativo respecto de temas de género y, especialmente, sobre violencia contra la mujer. La inexistencia de esa capacitación sumada a la tradicional cultura de discriminación contra la mujer debilita sustancialmente la aplicabilidad de la Convención de Belém do Pará y de otros dispositivos legales nacionales  para enfrentar la violencia de género. 


No que se refiere a los Planes Nacionales, en el Informe se indica que sólo se realizó una evaluación y no indica sus resultados. Esa información, como ya se indicó, aparece en Informe Sombra elaborado por CLADEM/CMP.     

De esa forma, el Informe del Paraguay no ofrece elementos que permitan evaluar los efectos de esos planes en la reducción de la violencia contra la mujer o en la promoción de la igualdad de oportunidades. En el Informe se admite que no existe un mecanismo nacional para el seguimiento de la Convención de Belém do Pará, conforme a lo previsto en su artículo 8-h.

2.
ACCESO A LA JUSTICIA

Avances

En el Informe se destaca que existe una Rede Nacional de Atención a las Víctimas de la Violencia Familiar integrada por organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, que suministra atención a las mujeres que sufren la violencia y a su grupo familiar y que representa la existencia de una articulación entre el Estado y la sociedad civil.


En el Informe se indica también que la Ley 1600/2000 establece trámites expeditos y normalizados para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de violencia y para responsabilizar a quienes perpetran actos de violencia. Pero el Juez de Paz tiene solamente competencia civil para garantizar la protección y seguridad de la víctima. 


Se logró avances con la Línea Telefónica SOS de la Secretaría y la Línea de Emergencia de la Policía Nacional (911) para casos de violencia doméstica que han recibido la demanda de las mujeres que denuncian la violencia sufrida, pero Línea Telefónica SOS de la Secretaría tiene una limitación que es el horario de oficina (08:00 a 14:00 horas). Para la recepción de denuncias de Trata de Personas se utiliza hay otra línea y el correo electrónico denuncias@mujer.gov.py. Además en la página de la Secretaría de la Mujer, existe un link de denuncias S.O.S.  

El Informe indica que existen programas de rehabilitación de la mujer víctima de violencia, al igual que grupos de autoayuda. 
Obstáculos
No obstante los avances en el acceso a la justicia, algunas limitaciones importantes se presentan para las mujeres.

En el Informe de Paraguay se admite que las oficinas encargadas de recibir las denuncias no son adecuadas en relación con la cobertura geográfica, ni en relación a la escasa preparación de los funcionarios encargados de recibir las denuncias. La mayor parte de las denuncias se dan en las áreas metropolitanas y central, existiendo dificultades en las zonas rurales del interior del país. Además, no existen comisarías especializadas para atender a las mujeres víctimas de violencia y la capacitación se limita a las zonas metropolitanas y central.

Información complementaria de la ANC de Paraguay aclara que considerando la necesidad de prevenir la violencia en el seno familiar y precautelar los Derechos de sus miembros, en especial de las Mujeres, Niños/as y Adolescentes, la Policía Nacional ha implementado los Centros de Atención Primaria para la Asistencia de Víctimas de Violencia Intrafamiliar en seis (6) Comisarías: 1º,12º y 15º de la Jefatura de Policía Metropolitana; y en la 1º, 3º y 7º de la Jefatura de la Policía Central. 

Esos nuevos datos significan avances en los centros urbanos del País pero aún nos hacen suponer que las mujeres del interior, de las poblaciones campesinas, aún carecen de Comisarías.

No que se refiere a la existencia de servicios para atención a las mujeres víctimas de violencia, el análisis del Informe de Paraguay reforzó las conclusiones de CLADEM/CMP que constan en su Informe Sombra, en que se que destaca el documento Balance sobre esfuerzos y actividades dirigidas a erradicar la violencia contra las mujeres en la región de América Latina y el Caribe, elaborado en 2003. Ese documento señala que “una de las principales debilidades en cuanto a la estrategia de atención en casos de violencia doméstica es la centralización de los servicios en la capital y alrededores urbanos (….) Falta desarrollar mecanismos de seguimiento de los casos, de la aplicación de la Ley 1600 y de sus resultados e incorporar el tema de la violencia contra la mujer en el programa de formación profesional de médicos / as, asistentes sociales y abogados, y se debería elaborar programas de capacitación del personal responsable de la recolección de datos sobre violencia contra la mujer y de asesoramiento técnico a las entidades especializadas en la producción de datos…”

No existen refugios ni comisarías destinadas específicamente a atender a las mujeres víctimas de violencia, como no existen programas sociales para atender las necesidades básicas de esas las mujeres. Tampoco se cuenta con un mecanismo de control, evaluación y seguimiento de los servicios y de los procesos de empoderamiento de las mujeres víctimas de violencia. De la misma forma, no existe una política penal orientada a la prevención, sanción y erradicación del femicidio.


Son todavía frágiles las acciones encaminadas a la evaluación de la incidencia de la violencia de género en el Paraguay, así como del impacto de la legislación; la falta de información estadística confiable sobre la violencia contra la mujer ha impedido en toda la región de América Latina y el Caribe la visibilidad de la magnitud de ese problema.


Finalmente, el propio Informe señala que “La facilidad de acceso a la justicia para la mujer de cualquier clase social sigue siendo una asignatura pendiente, pues por más que existan instituciones gubernamentales y no gubernamentales que presten atención a las victimas, los actores decisivos no cumplen con sus funciones adecuadamente, a pesar de que existan leyes (…) La falta de inmediatez en los procesos y de todos los actores (Policías, Juzgados, Centros de Salud, etc.(…) La falta de descentralización de los centros de atención o lugares de denuncia formal para que las mujeres tengan un fácil acceso a éstos servicios” (…) La falta de refugios solventados por el Estado para las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar.
3.
PRESUPUESTO NACIONAL

Avances y limitaciones


De acuerdo con lo planteado en el Informe existe un presupuesto nacional destinado a financiar las acciones relacionadas con la violencia contra las mujeres. Contradictoriamente, también se afirma que la SMPR no cuenta con un presupuesto específico destinado a la violencia contra las mujeres.  

No existen datos sobre el monto del presupuesto para la prevención de la violencia, ni recursos previstos para invertir en refugios y programas de rehabilitación. Tampoco existe previsión de recursos para la realización de investigaciones gubernamentales.

De la misma manera, no existe información disponible sobre el monto de las inversiones en programas de sensibilización del personal docente y sobre la inversión anual de recursos destinados a programas de capacitación de quienes prestan los servicios. También se desconoce el monto de recursos destinados a las líneas telefónicas de emergencia.

4.
INFORMACIÓN ESTADÍSTICA 
Avances


El informe de Paraguay y las respuestas a las repreguntas del CEVI indican la existencia de una preocupación con la recolección de datos estadísticos. Así, se ofrece información estadística para el año de 2005, que indican las denuncias sobre violencia familiar; las denuncias recibidas en los  Juzgados de Paz de Asunción, en  el Departamento Central, en el Centro de Atención de la SMPR y en la Fundación Kuña Aty (no gubernamental). 


Hay datos también en relación a las llamadas recibidas en las líneas telefónicas de emergencia. En ese sentido, el Informe plantea que, en 2005, se recibieron 320 llamadas a la Línea SOS de la Secretaría; 10.918 llamadas, entre diciembre de 2003 y el mismo mes de 2005, en el Servicio de llamadas de emergencia, y 66 llamadas en servicios similares brindados por ONG.


En el área de la salud, en relación con los casos hospitalarios relativos a la violencia, en 2005, de un total de 61.653 asistencias, 644 corresponderían a violencia intrafamiliar. Se registraron 624 casos de violencia sexual.


Hay datos sobre el número de denuncias sobre acoso sexual recogidos en la Mesa de Entrada del Ministerio Público de la capital, desde el año 2000 hasta el 2006. En ese período  fueron recibidas 105 denuncias sobre Acoso Sexual, estas denuncias fueron distribuidas a los Agentes Fiscales de Turno. No se poseen datos centralizados sobre el estado de los expedientes, al respecto de la cantidad de agresores y condenados, pero si cada Agente Fiscal maneja y tiene contabilizado sus  casos. No se tienen datos de denuncias sobre acoso en el interior.


Hay datos sobre el número de denuncias sobre trata de personas desde el año 2004 hasta el año 2006. En ese periodo fueron presentadas en total 24 causas formales ante la Fiscalia. 


Informe complementario de la ANC  de Paraguay considera  importante mencionar que en el año 2006, la Corte Suprema de Justicia y la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, firmaron el Convenio de Cooperación y Trabajo en Conjunto”, para la implementación del “Formulario de Registro de Violencia”, por los Juzgados de Paz a nivel Nacional y el intercambio de informaciones relacionadas con la Violencia Doméstica e Intrafamiliar.

Limitaciones

No obstante la preocupación con la colecta de los datos, son necesarios mayores esfuerzos para dar visibilidad a la magnitud de la violencia contra las mujeres y presentar los efectos de una política de Estado en ese sentido. 


También no se dispone de información más precisa sobre las condiciones de detención de las 329 reclusas mujeres y de denuncias de violencia contra mujeres encarceladas, pero en este momento CLADEM Paraguay conjuntamente con CODEHUPY están trabajando para conocer la situación de las mujeres privadas de su libertad, en cuanto a la violencia que pudieran sufrir. 


Aún no se dispone de datos estadísticos respecto de los juicios celebrados y sus resultados.


Además, teniendo en cuenta que el delito de violencia doméstica no acarrea una pena privativa de la libertad, no existen posibilidades de detención por la práctica de este delito.

No se informa qué tipo de atención se presta en el área de la salud a las víctimas de violencia doméstica y sexual.


No se dispone de datos e investigaciones sobre la muerte de mujeres víctimas de sus compañeros - femicídio. Existen sólo datos sobre el total de mujeres víctimas de homicidio, sin discriminación del autor. Tampoco existen datos relativos a las sentencias condenatorias en cuanto al número de efectivos policiales o de funcionarios administrativos destinados a la protección de las mujeres víctimas de violencia. La ANC de Paraguay informa que existen esfuerzos de la sociedad civil en ese sentido y que hay un estudio sobre feminicidio, realizado en el año 2005, y que el CDE (Centro de Documentación y Estudios) publica mensualmente casos de feminicidio aparecidos en la prensa.


Los datos generales sobre la situación de las mujeres en Paraguay (Censo de 2002) indican la necesidad de mayores esfuerzos en la implementación del Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades. 

5.
CONSIDERACIONES FINALES


Es importante reconocer los esfuerzos del Paraguay en el enfrentamiento de la violencia contra las mujeres. Dentro de eses esfuerzos se destaca el Convenio de convenio de cooperación Interinstitucional firmado por la  Secretaría de la Mujer con la Municipalidad de Asunción, cuyo objeto es coordinar, ejecutar y evaluar acciones conjuntas y desarrollar acciones tales como implementar un Sistema de registro unificado de casos de violencia intrafamiliar; albergar a las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, monitorear y realizar el seguimiento a los casos de violencia intrafamiliar derivados por la Dirección del Servicio de Apoyo a la Mujer (SEDAMUR), en coordinación con la Dirección del Albergue.

Pero se reconoce también la limitación de la Ley 1600/2000 y de  la necesidad de cambios en el Código Penal para eliminar los obstáculos legales.

Además, existe una grande fragilidad en relación a los servicios para atención de las mujeres victimas de violencia. Con una perspectiva crítica, el Informe de Paraguay señala en su Resumen Ejecutivo los vacíos y las áreas que podrían ser fortalecidas mediante la cooperación, tales como: a) la creación de refugios; b) la promoción de programas destinados a la rehabilitación de los agresores; c) la creación en centros de salud o en municipios de una Unidad Especializada en la atención de victimas de violencia intrafamiliar; d) la implementación de un sistema de registro de la violencia; e) el fortalecimiento de la Red Nacional de atención; f) el fortalecimiento de la Comisión Interinstitucional y de las instituciones que forman parte de la misma, entre otros. 

La importante creación de la Secretaria de la Mujer no significa que existan los recursos presupuestarios necesarios y suficientes para el desarrollo de su misión institucional y destinados específicamente al enfrentamiento de la violencia contra las mujeres. La existencia de recursos presupuestarios es un factor básico para la implementación de políticas y de servicios. 


En el Informe se destaca la concentración de recursos para enfrentar la violencia contra la mujer en la capital, en detrimento de las zonas rurales. Se señala la persistencia de la discriminación contra las trabajadoras domésticas en lo que se refiere a sus condiciones de trabajo y de remuneración. En 2004, en ocasión de presentarse el V Informe Nacional al Comité para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, el Paraguay señaló a la atención el aumento de la pobreza y las altas tasas de desempleo femenino. 


Las discriminaciones, la pobreza y el desempleo son condiciones sociales que aumentan la vulnerabilidad de las mujeres ante la violencia de género y constituyen, por tanto, graves obstáculos para el fomento de la igualdad y el enfrentamiento de la violencia contra la mujer.


De forma resumida, las principales fortalezas encontradas en la aplicación de los acuerdos de la Convención de Belém do Pará y los principales obstáculos que necesitan ser eliminados son:

Fortalezas encontradas:
1. El compromiso político por parte del gobierno de Paraguay de prevenir, sancionar  y erradicar de la violencia contra la mujer y de promover cambios en la legislación;
2. El reconocimiento constitucional de la igualdad entre los hombres y las mujeres y los cambios legislativos desde 1992; 
3. La creación en 1992 de un mecanismo institucional para impulsar la igualdad de género y erradicar la violencia contra la mujer;

4. La existencia de un Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer;

5. La reactivación de la Comisión Interinstitucional para el Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer. 

Debilidades encontradas

1. La limitación de la Ley que no especifica la violencia contra la mujer en los diversos ámbitos y no define sanciones y por lo tanto no está de acuerdo con  la Convención de Belém do Pará; 
2. La dificultad de acceso de las mujeres a la justicia;
3. Insuficiencia de servicios que posibiliten apoyar las mujeres en situación de violencia y asegurar el acceso a la justicia, particularmente en las áreas rurales;
4. Insuficiencia de recursos presupuestarios y de datos estadísticos sobre la violencia contra la mujer.

6.
RECOMENDACIONES 

Las principales recomendaciones generales y específicas incluyen aquellas apuntadas por el Comité CEDAW, en enero de 2005, en su evaluación del Quinto Informe de Paraguay, aquellas destacadas en la Encuesta Nacional sobre Violencia Doméstica y Intrafamiliar, el lo Informe Sombra y en el propio Informe de Paraguay al Comité CEVI.

6.1.
Recomendaciones Generales

Es necesario un perfeccionamiento legislativo para impulsar la lucha contra la impunidad en los crimines contra las mujeres, incluyendo dispositivos específicos en ley penal y en la ley civil. Se recomienda así a elaboración de una legislación especifica para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y la niña, en los ámbitos privado y público, de acuerdo con la Convención de Belém do Pará y con la Recomendación N. 19 del CEDAW, incluyendo puniciones para los agresores, y que tenga capacidad de atender a todas las mujeres, en las áreas urbanas y rurales.


Se recomienda también profundizar los esfuerzos para posibilitar y ampliar el acceso a la justicia y la implementación de Plan Nacional que abarque todos los tipos de violencia contra las mujeres con previsión de evaluaciones periódicas para su perfeccionamiento con apoyo y participación de la sociedad civil.

6.2.
Recomendaciones específicas 

Se recomienda: 
1.
Elaborar una legislación sobre violencia contra la mujer que contemple la violencia contra las mujeres en el ámbito doméstico y en las otras esferas, de acuerdo con el texto de la la Convención interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia contra la mujer - Convención de Belém do Pará;
2.
Revisar los artículos del Código Penal para armonizarlos con la Convención de Belém do Pará y con la Recomendación General 19 del Comité CEDAW; 

3.
Difundir por todos los medios mensajes de prevención de la violencia contra las mujeres y de sus derechos;
4.
Redoblar los esfuerzos para la sensibilización de los funcionarios públicos, especialmente para los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, incluso los miembros del Poder Judicial, así como personal encargado de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8-c de la Convención;
5.
Crear mecanismos judiciales específicos y más ágiles para facilitar el acceso de las mujeres  a la justicia, incluso para las mujeres de las zonas rurales;
6.
Crear servicios de refugios, comisarías y otros servicios necesarios para la atención a las mujeres víctimas de violencia, incluso en la área de la salud sexual y reproductiva; 

7.
Implementar políticas de empoderamiento de las mujeres victimas de violencia reconociendo sus distintas vulnerabilidades y necesidades específicas;

8.
Crear una base de datos informatizada y estandarizada en la Secretaria de la Mujer que permita recibir mensualmente las denuncias del Poder Judicial, de la Policía y de las instituciones de Salud Pública, con el fin de realizar el seguimiento y evaluación de la ley, así como fomentar investigaciones que generen mayor información sobre las causas, la naturaleza, las dimensiones, las características y las consecuencias de la violencia perpetrada contra las mujeres; 
9.
Promover una evaluación periódica de los efectos de la Convención de Belém do Pará y de otras normas legales orientadas a enfrentar la violencia de género.

10.
Contar con presupuestos nacionales específicos y suficientes para el enfrentamiento de la violencia de género y atención a  las mujeres;
11.
Intensificar las articulaciones con los movimientos de mujeres en especial en la elaboración y en el monitoreo de planes nacionales contra la violencia de género.
7.
FUENTES 


Para la evaluación de la implementación de la Convención de Belém do Pará se examinó detalladamente los documentos abajo listados:
-
Resumen Ejecutivo y Cuestionario sobre la Situación de la Mujer en Paraguay, elaborado por ese país para el CEVI, 2006.

-
Respuestas del Paraguay a las repreguntas solicitadas por la experta, 2007.

-
National Report presentado por Paraguay en la 35ª. Asamblea del CIM, en Agosto de 2006.
-
Informe del Comité Anti-discriminación del Paraguay (Women’s Anti-Discrimination Commitee Takes Up Report of Paraguay), elaborado por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, en 2005.

-
Listado de cuestiones elaborado por el grupo de trabajo del CEDAW, en enero de 2005.

-
V Informe Nacional del Paraguay presentado al Comité para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer – CEDAW, en 2004.

-
Informe Sombra elaborado por el Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer, Coordinación de Mujeres del Paraguay (CLADEM/CMP), de 2004.

OBSERVACIONES DE LA AUTORIDAD NACIONAL COMPETENTE (ANC)
SECTOR LEGISLACIÓN

1. NORMATIVAS DÉBILES CON RELACIÓN A LA SANCIÓN DE LA VIOLENCIA O REDEFINICIÓN DE LAS EXISTENTES

Proceso de inicio desde el 2006:

PROPUESTAS DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 1600/00 CONTRA LA VIOLENCIA DOMÉSTICA CON ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL

Se han realizado hasta el momento dos talleres de estudio sobre el Proyecto de modificación de la Ley 1600/00 contra la  Violencia Domestica, el primer taller se llevo a cabo en la Corte Suprema de Justicia con Magistrados/as Judiciales y el segundo taller con Organizaciones no Gubernamentales.

En este ultimo encuentro se contó con la participación de representantes  de organizaciones como  Amnistía Internacional, CEDAI, Mujeres por la Democracia, Colectivo 25 de Noviembre, Kuña Aty, Circulo de Abogadas del Paraguay, Asociación de Mujeres de Carreras Jurídicas, APREVIM, GEMPA, PROMESA, CLADEM, CEDEP, Municipalidad de Asunción, BECA.

El taller tuvo una metodología abierta, en donde la consultora Dra. Clara Rosa Gagliardone presentó el Proyecto de modificación, como así también las organizaciones civiles  expusieron  sus aportes. En la misma se discutieron cuestiones de fondo y forma, como así también la modificación del CODIGO PENAL en su artículo 229 referente a Violencia Familiar, excluyendo la palabra habitualidad e  incluyendo la pena de privación de libertad a cambio de multa. 

Entre otros puntos  se trató sobre la modificación del artículo 70 del CODIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLECENCIA, del Ejercicio de la Patria Potestad ampliación del plazo de remisión  a ocho días de los jueces de paz en sus actuaciones.

Se ha llevado a cabo un proceso de consultas con organizaciones gubernamentales y no gubernamentales para la Revisión de las Propuestas de Modificación de la Ley 1600/00 contra la Violencia Doméstica. 

Se han realizado una serie de talleres con Jueces/as de Paz de todo el país y con las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales que trabajan en el tema violencia.

Estas modificaciones sugeridas, pretenden adecuarse a las recomendaciones de los organismos internacionales de los que el país forma parte, y proporcionar una mejor respuesta a la violencia doméstica. La Ley 1600/00 contribuyó en forma relevante a la visibilidad social del problema de la violencia en la familia, más allá de los puntuales problemas en su aplicación, rodeado de los tabúes y valores diferenciados según el sexo,  edad, posición económica, costumbres entre otros factores.

3.
ACOMPAÑAMIENTO AL PROCESO DE NORMATIVA PENAL
La Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República presentó ante la Comisión de Estudio del Sistema Penal, Procesal Penal y Penitenciario de la Cámara de Senadores en relación al Artículo 229 Violencia Familiar incluyendo a la violencia física, sicológica y económica  y la pena privativa de libertad de hasta tres años o multa.

El Pleno de la Cámara de Senadores aprobó la siguiente redacción:
Artículo 229 Violencia Familiar

El que, en el ámbito familiar, ejerciera habitualmente violencia física o dolores psíquicos considerados sobre otro con quien conviva, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o multa.

Obstáculo:
Esta propuesta de modificación fue girada nuevamente a la Cámara de origen para su estudio.

4. DIFUSIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES PARAGUAYAS 

· Talleres  de capacitación sobre Liderazgo Femenino, Equidad de Género y Violencia en ciudades del interior del país.
· Apoyo a la conformación de Comisiones de Mujeres Indígenas al interior del Chaco Paraguayo.

*
Como una estrategia para llegar al mayor número de agentes multiplicadores y en coordinación con el sector salud se realizan constantes charlas y talleres con diversos componentes de la sociedad civil entre ellos: comisiones de padres y alumnos / as en varias escuelas y colegios de Asunción.
*
Con la Dirección  de Descentralización se han realizado talleres sobre género, violencia, Ley 1600/00 y Derechos de la Mujer en las ciudades de Formosa, Falcón, Cordillera, Aregua, Misiones, Asunción y Central.
*
Con la sociedad civil talleres de fortalecimiento y capacitación con agentes intervinientes de la Ley 1600/00 contra la Violencia Doméstica: Policía Nacional, Oficiales del 911,  Aspirantes de la  Policía Urbana,  Personal de la Policía encargada de la Atención a Victimas de Violencia Doméstica, Juzgados de Paz, Personal de Salud.

5.
VERSIÓN EN GUARANÍ DE LA CONVENCIÓN ADEMÁS DE LOS 17 DIALECTOS INDÍGENAS

Desde el Sector Legislación hemos remitido al programa PRIOME la solicitud de traducción de las Observaciones y Recomendaciones de la CEDAW.

6.
FALTA DE REGLAMENTOS  QUE OBLIGUEN A LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS A CAPACITARSE EN GÉNERO Y VIOLENCIA

Sin embargo existe convenios con varias instituciones gubernamentales tales como: 

Ministerio de Salud Pública y de Bienestar Social, Ministerio del Interior, Policía Nacional, Ministerio de Educación, Ministerio de Justicia y Trabajo, estos convenios expresan el compromiso de capacitarse y sensibilizarse en el tema de violencia y genero. Las personas con nivel de decisión designadas a integrar la Comisión de violencia son actores referentes claves y sensibilizados en el tema y sirven de nexo para llegar a las distintas instituciones.

7.
EVALUACIÓN DE LOS PLANES NACIONALES

Actualmente el proceso de evaluación del II Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres 2003 – 2007 cuenta con Consultoras externas de las Naciones Unidas.

SECTOR VIOLENCIA

SEDAMUR  (Plan Nacional de Violencia).

Durante el año 2006 se procedió a la revisión y actualización del Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer, el trabajo fue realizado por la Comisión Interinstitucional con instituciones gubernamentales y no gubernamentales que trabajan en el área violencia.

Como resultado fueron modificados varios aspectos del mencionado plan desde su objetivo general como los específicos dándole énfasis al  el enfoque de género. En cuanto a la comisión se incorporaron nuevas instituciones del estado y de organizaciones de la sociedad civil. Otro resultado fue que la Comisión se comprometió a elaborar y ejecutar programas y proyectos con el fin de lograr el desarrollo del Plan.

8.
POLÍTICAS PÚBLICAS PARA PROMOVER EL ACCESO DE LAS MUJERES A LA JUSTICIA

La Secretaría de la Mujer conjuntamente con el Ministerio Público a través del Centro de Entrenamiento ejecuta el Proyecto: “Violencia Intrafamiliar y Agresiones sexuales” en cuyo marco se encuentra capacitando a los/as Médicos Forenses de la Fiscalía, en el marco del Proyecto EUROSOCIAL  Justicia, con el objetivo de  intercambiar experiencias entre España y Paraguay en materia de atención a Víctimas de Violencia de Género. Actualmente se esta llevando a cabo la segunda etapa del Seminario “Violencia  de Género y Agresiones Sexuales” en cuyos talleres se recabaron insumos para la elaboración de un Plan Estratégico de Acceso a la Justicia en situaciones de violencia por razones de género.

9.
REFUGIO PARA MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA

En julio del 2006, la Secretaria de la Mujer solicito  a la Agencia Española de Cooperación Internacional AECI una cooperación en un proyecto llamado,  “Apoyo  a la consolidación del sistema de atención a la víctima fortaleciendo las instancias de atención primaria, tratamiento y proceso judicial.” 

El mencionado proyecto fue aprobado en octubre del año 2006, de la siguiente manera la Secretaria Técnica de Planificación encargada de la Administración del Proyecto y la Secretaria de la Mujer encargada de la ejecución del mismo. 

En ese mismo año se consiguió que el Ministerio de Hacienda donara 2 terrenos para la construcción del albergue de violencia ubicado en el municipio de Villa Elisa. 

A la fecha se está llevando a cabo el proceso del llamado para la construcción del lugar, esperando que en breve tiempo se pueda construir y habilitar dicho centro muy esperado por todas y todos.
10.
MUJERES ENCARCELADAS, CONDICIONES DE VIOLENCIA, CUANTAS CON PROCESO Y CUANTAS CONDENADAS

La presente investigación cualitativa, ha tenido como propósito elaborar una propuesta Diagnóstico de la situación de las mujeres reclusas del Buen Pastor  para la Secretaría de la Mujer, de acuerdo a un enfoque de género. Para la recopilación de datos se ha utilizado los métodos de estudio de entrevistas individuales a las  mujeres reclusas: el primero se aplicó a 20 mujeres informantes claves y el segundo a 10 celadores/as, adicionalmente se recopiló información documental. Los datos obtenidos se ordenaron e integraron en una base electrónica de datos integrada. En base a las categorías que surgieron durante el análisis de resultados y de acuerdo al marco teórico – contextual revisado, se construyó el diagnóstico teórico, contra el cual se comparó la situación encontrada en el trabajo de campo. En el último capítulo se presentan las conclusiones, recomendaciones y algunas acciones para la instrumentación óptima de la propuesta, que ha de incidir en la sensibilización, sistematización y elaboración de un material y su posterior publicación.

El total de mujeres recluidas  hasta mayo de 2007: 
Actualmente son  95 reclusas que tienen condenas  y 110 procesadas.  

En el inicio de la investigación (19 de marzo de 2007) habían  200 mujeres reclusas, actualmente se encuentra superpoblados ya que la infraestructura de la población penitenciaria es para 100 mujeres.

En la generalidad de las entrevistas realizadas a mujeres del Buen Pastor en relación a la Violencia se mencionaron los siguientes casos: maltrato en el momento de la detención, malos tratos por parte de las Celadores/as, así como también durante la inspección médica entre otros puntos mencionados.

11.
UNIDADES DE ATENCIÓN ESPECIALIZADAS EN COMISARÍAS Y SALUD

Con el acompañamiento de la Secretaria de la Mujer de la Presidencia de la República por Resolución Nº 309 de la Comandancia de la Policía Nacional se ha implementado el Centro de Atención  Primaria para la Asistencia de Victimas de Violencia Intrafamiliar en las Comisarías 1º, 12º, y 15º de la Jefatura de Policía Metropolitana y en las Comisarías 1º, 3º y 7º de la Jefatura de Policía Central. Estos Centros de Atención cuentan con personal capacitado para la atención de victimas de violencia intrafamiliar con el objetivo de precautelar los derechos de los miembros del seno familiar y en especial de las mujeres, niños / as y adolescentes.

El Ministerio de Salud Publica y Bienestar Social esta realizando una serie de capacitaciones para la implementación del Protocolo de Atención de Casos de Violencia Sexual a todos los prestadores de servicios de salud de todas las regiones sanitarias que existen en el país con el apoyo de todas las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales que trabajan en el tema de violencia.

Teniendo como marco la Ley 1600/00 contra la Violencia Domestica, que en su Artículo 3º, inc. A establece: “Las instituciones de salud publica deben atender con urgencia a la persona lesionada y otorgar el tratamiento por profesionales idóneos , disponer todos los exámenes pertinentes, y la derivación del paciente a instituciones especializadas”, si fuere necesaria  el Instituto de Bienestar Social del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social ofrece el Programa TEKOPYAHU de Atención a Victimas de Violencia Intrafamiliar que viene funcionando en el Hospital Materno Infantil de Loma Pyta desde hace 6 años. Por otra parte a través de convenios firmados con los Centros de Salud de la XVIII Región Sanitaria,  a partir de noviembre del año 2006  se han habilitado  dos  centros más.

El Ministerio Público a través de su Centro de Entrenamiento en el marco de la Cooperación Técnica EUROSOCIAL sector Justicia esta realizando un Intercambio de Experiencias entre España y Paraguay en materia de atención a Victimas de Violencia de Género entre el Ministerio Público y la Secretaria de la Mujer.  En ese contexto esta realizando una serie de talleres de “Utilización de Kits” donados por el Centro de Estudios Jurídicos del Ministerio de Justicia del Gobierno Español en colaboración con el Instituto de la Mujer de España con el objetivo de: La presentación del kit, valorando sus utilidades, sus limitaciones y el manejo de los instrumentos además de su distribución y control interno.

12.
FORTALECIMIENTO DE LA COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL

La Secretaría de la Mujer llegando hasta la mas alta instancia, solicito nuevos referentes con nivel de decisión para integrar la Comisión Interinstitucional del Plan Nacional para la Prevención y Sanción de la Violencia contra la Mujer, logrando la articulación de acciones entre los organismos gubernamentales y no gubernamentales.  En reuniones de trabajo se revisaron y modificaron puntos importantes cuyo resultado se procedió a la validación y actualización del mencionado  Plan como también una Ficha de Registro de Violencia. Se logro que se asuma un compromiso con una Acordada con el Poder Judicial., también con la sociedad civil sobre todo con Amnistía Internacional que pasó a integrar la comisión, teniendo en cuenta que es un organismo de nivel internacional.     

13.
REGISTRO DE CASOS

Se ha firmado un Convenio con la Corte Suprema de Justicia y la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la Republica, en el  cual el Poder Judicial se  compromete de dictar una acordada para disponer el uso obligatorio del “Formulario de Registro de Violencia” en los Juzgados de Paz de todas las circunscripciones de la República y a remitir, periódicamente el duplicado a la Secretaría de la Mujer.  

Por otra parte  se encuentra en marcha el Programa Piloto de Implementación del “Programa de Prevención y Atención de la Violencia Contra la Mujer PRAVICOM” en los Centros de Atención Primaria a Victimas de Violencia en las Comisarías  de la Zona Central y Metropolitana.
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�.	El anterior Código Penal utilizaba la palabra Violación para éste delito, lo cual facilitaba su comprensión.





�.	Organización no gubernamental, sin fines de lucro, integrada por mujeres que trabajan juntas desde hace más de diez años  y que se han propuesto brindar el máximo de atención e información a otras mujeres con el fin de empoderarlas para puedan enfrentar sus problemas de familia, pareja y salud. La misma se encuentra en la ciudad capital.


La misma cuenta con un departamento de investigaciones sociológicas. Brinda servicio de atención médica y ginecológica, educación sobre derecho a la salud, educación sobre salud reproductiva, educación sexual, atención a niñas víctimas de violencia doméstica, entre otros.


�.	Organización no gubernamental.


�.	Coacción Sexual: 1º El que mediante fuerza o amenaza con peligro presente para la vida o la integridad física, coaccionara a otro a padecer en su persona actos sexuales, o a realizar tales actos en sí mismo o con terceros, será castigado con pena privativa de libertad de hasta diez años. Cuando la víctima haya sido coaccionada al coito con el autor o con terceros, la pena privativa de libertad será de dos a doce años. Cuando la víctima del coito haya sido un menor, la pena privativa de libertad será de tres a quince años. 2º La pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67 cuando, por las relaciones de la víctima con el autor, se dieran considerables circunstancias atenuantes. 3º A los efectos de esta ley se entenderán como: 1. actos sexuales, sólo aquellos que, respecto del bien jurídico protegido, sean manifiestamente relevantes; 2. actos sexuales realizados ante otro, sólo aquellos que el otro percibiera a través de sus sentidos. (C.P. ART. 128).


�.	Lesión Corporal: 1º El que dañara la salud de otro, será castigado con pena privativa de libertad de hasta un año o con multa. 2º En los casos del inciso anterior se aplicará lo dispuesto en el artículo 110, inciso 2º. 3º Cuando el autor utilizara veneno, arma blanca, de fuego o contundente, o sometiera a la víctima a graves dolores físicos o síquicos, se aplicará una pena privativa de libertad de hasta tres años o multa.


�.	Los artículos 7° y 8° de la Convención de Belém do Pará refieren a los deberes asumidos por los Estados partes de la OEA, incluidos, específicamente, la condena de todas las formas de discriminación contra la mujer y el compromiso de adoptar políticas, medidas y programas específicos orientados a prevenir, sancionar y erradicar esa violencia. La definición de violencia contra las mujeres se encuentra en los artículos 1° y 2° de la Convención y orienta la evaluación presentada en ese Informe Preliminar
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